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Profundizando en cada una de las fases por las que discurre cualquier expediente 
sancionador y localizando las principales figuras procedimentales que caracterizan este 
procedimiento, se pretende aportar una visión práctica sustentada por toda la regulación 
que afecta a este tipo de procedimientos. Pero el estudio de estos aspectos no deja de 
presentar una naturaleza teórica o didáctica, ya que la Potestad Sancionadora de la 
Administración es una cuestión que se encuentra plenamente acotada por los límites del 
ordenamiento jurídico. Partiendo de esta idea, mi aportación al estudio de estas 
cuestiones se presenta como algo circunstancial a la experiencia que me aporta mi 
actual puesto de trabajo, permitiéndome llevara a cabo una selección de aquellas 
cuestiones a mi criterio, pueden ser más útiles para interactuar en un procedimiento 
sancionador en general. Es complicado, en un trabajo de esta naturaleza, abarcar el 
estudio del procedimiento sancionador con toda la profundidad y exhaustividad que 
merece, por ello, aportando información básica, combinada con otra que profundice 
sobre aspectos o figuras concretas, pretendo diseñar un estudio interesante y con rigor, 
de las principales figuras procedimientales que aparecen en un procedimiento 
sancionador.   
El estudio del procedimiento se convierte en requisito esencial previo para poder 
detectar problemas o simplemente, aspectos susceptibles de mejora  en el procedimiento 
sancionador, y por ello el bloque primero de este trabajo se destinará íntegramente a 
ello. 
El bloque segundo, sin embargo, nos va a permitir conocer cuáles son las 
previsiones de la norma de carácter general para implementar los medios telemáticos en 
la gestión de los  procedimientos, y a su vez, cuáles van a ser algunos de los límites que 
vamos a encontrar, como la protección de datos de carácter personal.  Antes de buscar 
propuestas que mejoren el procedimiento o que solventen algunas carencias, es vital 
analizar cuál es el diseño que hace la norma de estos medios y los requisitos a tener en 
cuenta en su puesta en práctica, meta del segundo bloque. En el que además se 
incorpora  información relativa a las iniciativas llevadas a cabo por una Administración 
Pública concreta.  
 Procedimiento Sancionador y Medios Electrónicos: 
 Propuestas de Mejora para una Gestión Eficiente e Imparcial 
 
Mª Elena Escámez Moreno 
 
9 
 Los bloques primero y segundo de este trabajo pretenden servir de 
fundamentación en la elaboración de propuestas concretas que permitan mejorar  
aspectos o trámites determinados del procedimiento sancionador, sirviéndonos para ello, 
de los medios electrónicos. Estas propuestas se encuentran recogidas en la parte final 
del bloque  segundo. Conteniendo en el bloque tercero las conclusiones finales del 
trabajo, la bibliografía consultada para la elaboración del mismo y los anexos que 
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La Potestad  Sancionadora de las Administraciones Públicas se despliega a 
través de una amplia esfera de actividades, materias o ámbitos, en los que cualquiera 
puede ver afectados sus intereses, incluso la propia Administración.  Ésto supone, que a 
pesar de estar frente a una actuación por parte de la Administración que es 
proteccionista del intereses general y que reprocha un ilícito administrativo, en muchas 
ocasiones la dificultad burocrática que supone el esquema español de entes públicos, 
hace que inevitable particulares y empresas se vean inmersos en procedimientos 
sancionadores de diversas materias y dirigidos por diferentes Administraciones, pero 
todos con las directrices generales que impone la pirámide normativa de nuestro país. 
De ahí parte la importancia de conocer exhaustivamente la práctica jurídico 
administrativa que nos puede ayudar a interactuar en un procedimiento como gestor por 
parte de la Administración, como interesado en el mismo, o como intermediario entre 
ambos.  
Por otro lado, la sociedad de la información y del conocimiento está influyendo 
en  nuestra forma de vida, todos lo comprobamos en nuestro día a día, cuando nos 
comunicamos utilizando nuevos medios, accedemos a todo tipo de información, o en las 
diferentes posibilidades con las que contamos a  la hora de realizar cualquier gestión 
básica. Pero la polémica que pretendo hacer emerger en  este trabajo es, si todos estos 
medios y posibilidades que cambian nuestra forma de vivir en sociedad,  están presentes 
en las opciones de comunicación que tenemos los ciudadanos para relacionarnos con las 
Administraciones Públicas, y más concretamente en la tramitación de un procedimiento 
sancionador. 
Finalmente, el objetivo de este trabajo será detectar problemas o aspectos 
susceptibles de mejora en la gestión de un procedimiento sancionador, aportando 
propuestas de implementación de medios electrónicos que permitan mejorarlo desde un 
punto de vista procedimental y, lo más importante, garantista de la imparcialidad, 
siguiendo la línea marcada por la futura Ley de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno. 
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El ejercicio de la Potestad Sancionadora por parte de la Administración se 
materializa a través del procedimiento. Esta exigencia alcanza protección legal y se 
constituye como uno de los principios que van a regir esta potestad. Entendemos que la 
pretensión del artículo 134 de la LRJPAC va más allá de garantizar que exista un cauce 
legal o reglamentario sin más, y que lo que se busca con esta regulación es poder 
controlar que se respetan todos los derechos de los inculpados y no se abusa por parte 
de la Administración.  
Con el estudio del procedimiento vamos a tener la oportunidad de profundizar en 
todos los principios y garantías que inciden sobre la Potestad Sancionadora de la 
Administración en general, ya que es sobre éste, donde se materializa la misma. Por 
ello, mejorar la gestión llevada a cabo en un procedimiento sancionador es objeto 
general de este trabajo. Los objetivos de mejora que se marquen van a depender de lo 
obtenido del estudio del cauce reglado a respetar,  y para conseguirlo, vamos a recurrir 
al uso de medios electrónicos, pero no sin antes conocer cuáles van a ser los requisitos a 
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BLOQUE I: EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR.: FASES Y PRINCIPALES 
FIGURAS. 
1.- REGULACIÓN NORMATIVA DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR. 
Para adentrarnos en el análisis del procedimiento, es primordial conocer cuáles 
van a ser las dos normas fundamentales que regulan el mismo. Conocer con precisión el 
contendido normativo nos va a servir de punto de partida para profundizar en la 
interpretación más concreta de determinadas figuras, todo, una vez más, desde un punto 
de vista práctico y de gestión del procedimiento, ya sea desde la perspectiva de la 
Administración como gestora de su potestad, o bien desde la perspectiva de la defensa 
que ha de hacer uso de sus derechos.   
Esta regulación es llevada a cabo por la  Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común1, la que en adelante en este trabajo denominaremos LRJPAC. En su título IX  se 
regula la potestad sancionadora, y en concreto los principios que informan el ejercicio 
de dicha potestad aquellos por los que se va a regir el  procedimiento sancionador. 
No obstante, el procedimiento general para desempeñar la potestad sancionadora 
de la Administración se regula en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que 
se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la Potestad 
Sancionadora2, en adelante denominado RP. 
A través del análisis de ambas normas, en consonancia con el respeto a los 
derechos fundamentales recogidos en la propia Constitución Española, junto con el 
apoyo de los pronunciamientos de los tribunales de justicia respecto a las cuestiones 
                                                     
1 Ley  30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común (BOE núm. 285 de 27 de noviembre de 1992). 
2  Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del 
procedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora (BOE núm. 189 de 09 de agosto de 1993).No 
obstante, las Comunidades Autónomas podrán tener competencias para regular un procedimiento común 
en el ejercicio de sus competencias, y tal y como establece el propio reglamento, en los casos en los que 
exista, el contemplado en el RP tendrá carácter supletorio respecto de los procedimientos de competencia 
autonómica.  Algunos de estos procedimientos serán objeto de estudio en el Bloque I de este trabajo.  
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procedimientales que se analizarán, servirán para recorrer el pedregoso camino por el 
discurre todo procedimiento sancionador, con la finalidad de adentrarnos en cada una de 
las cuestiones que presentan más controversia o interés, desde el punto de vista del 
procedimiento. 
Por último, es importante aludir a la posibilidad de que las Comunidades 
Autónomas hayan regulado procedimientos propios en el marco de sus competencias, 
que recojan las particularidades de cada Administración, en base al artículo 149.1.18ª de 
la Constitución Española, en adelante CE, y al carácter básico de la LRJPAC, que se 
limita a establecer el contenido básico y común que ha de respetarse en todo 
procedimiento administrativo. Además, el RP será de aplicación supletoria, en el caso 
de que existan Reglamentos o Leyes que establezcan procedimientos específicos.  
2.- LA INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 
Los procedimientos administrativos, en general, según el artículo 68 LRJPAC,  
pueden incoarse de oficio o a instancia de parte. Sin embargo, los sancionadores se 
inician siempre de oficio, como contempla la regulación específica de este 
procedimiento en el artículo 11 del RP. 
En el procedimiento sancionador hay cuatro modalidades que revisten la 
iniciativa por la que se dicta el correspondiente acuerdo de incoación: iniciación por 
propia iniciativa del órgano competente, orden superior, solicitud razonada de otros 
órganos o denuncia, tal y como recoge el artículo 11 RP.  
2.1.-  La Competencia. 
Previamente a analizar cada supuesto de iniciación, cuando la regulación alude a 
la iniciación mediante acuerdo del órgano competente,  hay que determinar quién es el 
órgano competente y en base a qué. Esta circunstancia puede ser de gran utilidad a la 
hora de defenderse en un procedimiento sancionador y genera discrepancias en algunas 
materias que se encuentran en las aguas difusas que en ocasiones suponen las 
transferencias de competencias entre el Estado y las Comunidades autónomas. 
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 Para determinar la competencia hemos de partir de la pirámide normativa en 
base a la materia objeto de sanción. Partiendo de la Constitución cuando establece las 
competencias, analizando el Estatuto de Autonomía de cada Comunidad Autónoma para 
averiguar si ha asumido competencias en cada materia concreta y continuando por la 
propia organización tiene su forma, por ejemplo en Andalucía, a modo de Consejería  
competente en una materia concreta, y mediante Decreto del Presidente se establecen 
las mismas y sus competencias. 
A continuación, debemos acudir a la regulación que lleve a cabo cada ley 
sectorial, pero no sin antes tener en cuenta una posible transferencia de competencias 
que no esté contemplada en la propia norma, por ser ésta anterior a que se produjera este 
hecho. Por último, hay que acudir al artículo 12.3 de la LRJPAC, que establece que si 
alguna disposición atribuye competencia a una Administración, sin especificar el 
órgano que debe ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y resolver los 
expedientes corresponde a los órganos inferiores competentes por razón de la materia y 
del territorio, y, de existir varios de éstos, al superior jerárquico común. Sin olvidar, la 
regulación de esta cuestión que realiza el RP en su artículo 10, cuando habla de que las 
potestades punitivas residen en las distintas unidades administrativas que conforman el 
órgano propiamente titular de aquella competencia; debido por otro lado, a la 
prohibición de que en un mismo órgano puedan acumularse simultáneamente las 
funciones de instrucción y decisión de los expedientes sancionadores, artículo 134.2 
LRJPAC, habrán de existir, por tanto, en el seno de un único órgano de la 
Administración al menos una unidad administrativa competente para dirigir y tramitar la 
fase de instrucción y otra distinta unidad con competencia para sobrellevar la fase de 
decisión.   
2.2.- Modelos de iniciativa y sus efectos vinculantes. 
A continuación, se analizará cada posibilidad de iniciación y los efectos de cada 
una de ellas sobre una posible vinculación de cara a iniciar el procedimiento 
sancionador. El artículo 11 del RP regula cada una de ellas.  
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2.2.1.- Iniciación por propia iniciativa. Efectos sobre la iniciación. 
Debemos entender la iniciativa propia del órgano que tiene la competencia para 
iniciar, como la acción que se lleva a cabo cuando se produce el propio acuerdo de 
iniciación, sin que exista una circunstancia con autonomía propia anterior a este hecho. 
No cabe aquí considerar que exista vínculo alguno de cara a la iniciación, ya que 
es el propio órgano el impulsor de la iniciación. 
2.2.2.- Iniciación por orden superior. Efectos sobre la iniciación. 
La referencia a la orden superior alude a la jerarquía administrativa. El RP 
decide que esta variante de iniciativa lleve necesariamente aparejada la emisión, por el 
órgano competente, del oportuno acuerdo de iniciación. Ello se desprende del artículo 
11.2 RP 3 , en el cual se prevé únicamente la posibilidad de que no se inicie el 
procedimiento, cuando ello derive de una petición razonada de otro órgano o denuncia. 
Por consiguiente, una interpretación literal de la norma evidencia que en los 
casos en que la unidad administrativa competente reciba una orden superior, estará 
entonces obligada a iniciar el procedimiento.  En estos supuestos es necesario que los 
hechos sean relativamente sólidos y se ve inútil practicar actuaciones previas, que 
tendrían la finalidad de determinar si se inicia o no el correspondiente expediente. 
La duda surge en cuanto a qué supuestos estarían justificados para no incoar. 
Acudiendo al artículo 11.1 b) RP, llegamos a la conclusión de que no existiría 
obligación de iniciar, en los supuestos en los que los hechos descritos fueran 
manifiestamente insuficientes para formular imputación provisional o que la norma 
sancionadora utilizada por el órgano superior estuviera derogada, o que no se ostentaran 
competencias en esa materia. En estos supuestos, al considerar que la orden es contraria 
a los presupuestos del artículo anteriormente mencionado, no existiría obligación de 
incoar. 
                                                     
3Artículo 11.2 RP.  La formulación de una petición no vincula al órgano competente para 
iniciar el procedimiento sancionador, si bien deberá comunicar al órgano que la hubiera formulado los 
motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación del procedimiento. Cuando se haya presentado 
una denuncia, se deberá comunicar al denunciante la iniciación o no del procedimiento cuando la 
denuncia vaya acompañada de una solicitud de iniciación. 
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2.2.3.- Iniciación por petición razonada de otros órganos. Efectos  sobre la iniciación. 
En cuanto a la iniciación a solicitud razonada de otros órganos, se trata del caso 
en el que un órgano que no tiene la competencia para iniciar, pone en conocimiento del 
órgano competente lo hechos que constituyen supuestamente la infracción. Pero hay que 
entender que dichos órganos pueden ser de la misma Administración o de otra diferente. 
Al hablar del supuesto de peticiones entre órganos de diferentes 
administraciones, esta petición razonada, en muchos casos tiene su origen en la antes 
aludida competencia. Una administración que tiene conocimiento de unos hechos, los 
pone en conocimiento de la Administración, que a su criterio, ostenta competencias en 
la materia a tratar. El criterio interpretativo que utilizan ambas administraciones, en 
ocasiones no coincide, debido a que en nuestro sistema actual un mismo hecho se 
encuentra regulado en varias normas, y determinar qué aspectos de los hecho hay que 
preponderar para llegar a la conclusión de cuál es la norma a aplicar y por tanto la 
administración que deberá actuar, no es tarea fácil. 
Sin embardo, la petición razonada, a diferencia de la orden superior, no vincula 
de cara a la iniciación. Decidir si se emite o no el acuerdo de iniciación, será algo que va 
a corresponder del ámbito competencial de la unidad que reciba la petición. Así lo 
dispone el artículo 11.2 RP4. 
De ahí que frente a la petición efectuada por un órgano cualquiera de la 
Administración, y tras realizar, en su caso, las actuaciones previas que se estimen 
imprescindibles, la unidad administrativa competente puede adoptar dos posturas: emitir 
el acuerdo de iniciación, cuando los hechos trasladados en la petición revistan de 
indicios suficientes para considerarlos infracción de su competencia; o bien, comunicar 
al órgano remitente de la petición las razones por las cuales no procede la iniciación del 
procedimiento. En este último caso, y dentro de una misma administración se suceden 
                                                     
4Artículo 11 RP. “A efectos del presente Reglamento, se entiende por: (…) c) Petición razonada: 
La propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier órgano administrativo que no 
tiene competencia para iniciar el procedimiento y que ha tenido conocimiento de las conductas o hechos 
que pudieran constituir infracción, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas funciones de 
inspección, averiguación o investigación. Las peticiones deberán especificar, en la medida de lo posible, 
la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir 
infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo 
continuado en que los hechos se produjeron”. 
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remisiones de un órgano a otro, porque tan si quiera dentro del mismo ente, se puede 
determinar con contundencia y sin dudas, en determinados supuestos que son 
susceptibles de ser abarcados por diferentes infracciones, cuál es el órganos con 
competencias más concretas. 
2.2.4. Iniciación por denuncia. Presunción de veracidad. Efectos sobre la iniciación. 
Según el artículo 11 del RP es el acto por el que cualquier persona, en 
cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano 
administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera constituir infracción 
administrativa. Esta última opción suscita varias cuestiones que inciden en el curso del 
expediente sancionador y por ello, es vital analizar algunas de ellas. 
La denuncia se convierte en la práctica en muchas ocasiones en pieza angular 
del procedimiento, ya que a través de la misma, el órgano competente tiene 
conocimiento de unos hechos que pueden ser considerados infracción administrativa y 
en base a ella, iniciar el correspondiente procedimiento sancionador. El RP establece en 
el mismo artículo mencionado anteriormente los requisitos que han de tener las 
denuncias, y son éstos los que suelen ser destino de las alegaciones de los supuestos 
infractores que consideran que la misma no contiene alguno de los elementos 
esenciales. Éstos son, la identidad de la persona o personas que las presentan, el relato 
de los hechos, la fecha de su comisión y cuando sea posible la identificación de los 
presuntos responsables. Es por ello, por lo que comprobar que la denuncia cuenta con 
los requisitos que se establecen, es algo prioritario tanto para el órgano que decide 
incoar, como para el denunciado que pretende defenderse. Acceder a los documentos 
que obran en un expediente sancionador es un derecho cuyo ejercicio pude aportar 
posibilidades de defensa. Con carácter previo a realizar alegaciones frente al pliego de 
cargos, sería conveniente conocer con precisión cada uno de los documentos que han 
sido tenidos en cuenta por el órgano competente para incoar, en este supuesto, sobre 
todo la denuncia. 
2.2.4.1.- Denuncias anónimas. 
No se admiten en el Derecho Administrativo Sancionador las denuncias 
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anónimas, ya que según el artículo 11 del RP, las denuncias han de contener la identidad 
de la persona o personas que las presentan.  No obstante, este tipo de denuncias podrán 
ocasionar la realización de actuaciones previas y la consecuente iniciación del 
procedimiento sancionador, en su caso, aunque no ya por denuncia, si no por propia 
iniciativa del órgano.  
En relación a los hechos, no puede ser exigible que en la denuncia se haga 
constar la precisa calificación jurídica de los mismos, toda vez que los denunciantes no 
estarán, en la generalidad de los casos, obligados a conocer los preceptos del 
ordenamiento administrativo sancionador. Además, en todo caso, la posible 
calificación no vincularía al órgano competente. 
2.2.4.2.- Papel del denunciante en el procedimiento. 
Otra cuestión muy presente en los expedientes sancionadores en relación a la 
denuncia, es si el denunciante puede, en algún caso, considerarse interesado en el 
procedimiento. Aquí tenemos que recurrir al artículo 31 de la LRJPAC, y si el 
denunciante se encuentra en alguno de los supuestos contemplados cuando define a los 
interesados en un procedimiento 5 , éste debería considerarse parte interesada en el 
mismo. Esta última cuestión no deja de ser peliaguda en la práctica, y dependerá de la 
interpretación que se haga del llamado interés legítimo.  
La jurisprudencia interpreta que el denunciante podrá ser parte interesada en el 
mismo siempre y cuando guarde un interés legítimo6. 
                                                     
5 Artículo 31 LRJPAC. Concepto de interesado. 1. Se consideran interesados en el 
procedimiento administrativo: a)  Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos 
individuales o colectivos. b)  Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan 
resultar afectados por la decisión que en el mismo se adopte. c)  Aquéllos cuyos intereses legítimos, 
individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el procedimiento 
en tanto no haya recaído resolución definitiva. 2.  Las asociaciones y organizaciones representativas de 
intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la 
Ley reconozca. 3.  Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, 
el derechohabiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento. 
6SS TS de 20 marzo de 1992, (RJ 1992\3113), al declarar que "las posibilidades de actuación del 
particular se agotan en la denuncia de la infracción cometida" y la de 9 de febrero de 1993, (RJ 
1993\547), cuando dice que "procede señalar que conforme a una reiterada jurisprudencia del Tribunal 
Supremo el denunciante carece de facultad de participar en los expedientes disciplinarios seguidos 
contra otro ciudadano en cualquier ámbito administrativo en calidad de interesado en el procedimiento". 
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Nada impide que el denunciante de una infracción administrativa sea titular de 
un derecho subjetivo o de un interés legítimo, afectado por la resolución que en el 
procedimiento sancionador pudiese recaer. Si bien es cierto que para ser denunciante no 
hace falta legitimación de clase alguna –la denuncia es, una mera comunicación de 
hechos, presuntamente ilícitos, a la Administración-, no lo es menos que aquel en quien 
sí concurre dicha legitimación puede instar la incoación del procedimiento sancionador 
a través de la denuncia, sin que la verificación de este acto prejuzgue, en sentido 
negativo, su eventual posición jurídica ulterior como interesado.  
La tendencia a considerar por los principales estudiosos en el campo del derecho 
administrativo sancionador, de lo extraído del estudio llevado a cabo por Domínguez 
Ruíz, Luís7, es, “que urge corregir la jurisprudencia expuesta y la correlativa práctica 
administrativa de no admitir más interesados en el procedimiento sancionador que el 
presunto infractor”. 
2.2.4.3.- Presunción de veracidad. 
 Según el artículo 17.5 RP y el artículo 137.3 de la LRJPAC, los hechos 
constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, y que se 
formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán 
valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos 
derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados. Esta 
presunción es afirmada por la jurisprudencia8 y es una cuestión de gran importancia en 
un procedimiento sancionador ya que le denuncia se convierte en un medio de prueba. 
                                                     
7 Así se expresa DOMÍNGUEZ LUÍS, C.: Reflexiones en torno al Status Jurídico del 
Denunciante en el Procedimiento Administrativo Sancionador”, Revista Jurídica de la Comunidad de 
Madrid,  núm. 21, mayo 2005, pág. 2.  
 
8 STS de 7 de octubre de 1997,(RJ 1997\7042), que señala que la presunción de veracidad 
atribuida a las Actas de Inspección se encuentra en la imparcialidad y especialización que, en principio, 
debe reconocerse a la Autoridad Inspectora actuante. Como señala el TSJ de Castilla y León, Sala de lo 
Contencioso – Administrativo, en  sentencia de 24 de enero de 2000, la Jurisprudencia ha limitado el 
valor atribuible a las Actas de inspección, limitando la presunción de certeza a los hechos que por su 
objetividad son susceptibles de percepción directa por el Inspector, o a los inmediatamente deducibles de 
aquellos o acreditados por medio de prueba consignados en el propio acta como pueden ser documentos o 
declaraciones incorporadas a la misma (STS de 24 de junio de 1991, (RJ 1991/7578)). La consideración 
de esta última sentencia, desde el punto de vista práctico, puede ser de gran utilidad de cara a limitar los 
hechos que se consideran probados en la instrucción y a su vez, puede utilizarse para formular 
alegaciones por parte del denunciado. En el mismo sentido se pronuncia la STSJ de Andalucía, Granada, 
Sala de lo Contencioso – Administrativo, de 20 de julio de 1998 (RJCA/1998/2805). 
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  Sin embargo, hay sentencias que ponen en duda lo defendido anteriormente9. 
De hecho, el artículo 137 de la LRJPAC alude simplemente al valor probatorio de estas 
denuncias. Valor probatorio que queda aún más matizado desde el momento en que, 
como señala, queda subordinado a que, en caso de que el interesado cuestione las 
afirmaciones contenidas en la denuncia, será precisa la ratificación del agente 
correspondiente; en cuyo caso su declaración tendrá el valor propio de una testifical. 
En todo caso, se pueden producir en ciertos casos algunos efectos un tanto 
distorsionantes, que sin embargo han sido plenamente aceptados por gran parte de la 
jurisprudencia. 
En definitiva, el peso que ostente el relato de los hechos aportado por parte del 
agente denunciante, va a depender de la naturaleza de los mismos. No podemos 
entender del mismo modo un hecho consistente en una acción sin consecuencias 
apreciables con posterioridad y otros relativos a actuaciones con vocación de 
permanencia, o con evidentes consecuencias fácilmente comprobables. 
Finalmente, en cuanto a las posibles vinculaciones, como también se desprende 
del artículo 11.2 RP, la denuncia no genera efecto vinculante alguno de cara a la 
iniciación del procedimiento sancionador, entrando dentro de las facultades de la unidad 
competente para la incoación de determinar, previa o no la realización de las 
actuaciones investigadoras, la procedencia de dictar el oportuno acuerdo de iniciación, 
artículo 12 RP.  
La jurisprudencia es clara al respecto cuando manifiesta que no existe el referido 
efecto vinculante10. 
No obstante, la autoridad administrativa deberá comunicar al denunciante a la 
eventual apertura del expediente mediante el traslado al mismo del correspondiente 
acuerdo de iniciación (artículo 13.2 RP), e incluso el acuerdo sobre la improcedencia de 
                                                     
9 STC de 26 abril de 1990,  (RTC 1990\76), que afirmó que, en realidad, nos encontrábamos ante 
simples medios de prueba, que deben ser libremente apreciados a la hora de resolver el procedimiento; sin 
que los mismos tengan un valor superior de las restantes. 
10Sirvan de ejemplo, entre otras, SS TS 4 de junio de 1990, (RJ 1990\5418) o la de 26 de febrero 
de 1990, (RJ 1990\2121). 
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dicha incoación, siempre y cuando la denuncia vaya acompañada de una solicitud 
expresa de iniciación del procedimiento sancionador.  
3.- CONTENIDO DEL ACUERDO DE INICIACIÓN. 
 El  artículo 13 del RP es concreto al respecto, y expresa cada uno de los extremos 
que habrá de contener un acuerdo de iniciación.  
1. La iniciación de los procedimientos sancionadores se formalizarán con el 
contenido mínimo siguiente:   
a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables. Éste es 
un requisito esencial, ya que la legalidad vigente impide que se pueda imputar a una 
persona o conjunto de personas cuya identidad resulte indeterminada, ya sea 
administrativa o jurisdiccionalmente.   Si se desconoce quién es el presunto responsable, 
habrán de realizarse todas las actuaciones previas que sean necesarias, tal y como 
expresa el artículo 12.1 RP. 
b) Los hechos sucintamente expuestos que motivan la incoación del 
procedimiento, su posible calificación y las sanciones que pudieran corresponder, sin 
perjuicio de lo que resulte de la instrucción.  El acuerdo de inicio alberga una 
imputación provisional, es por ello, por lo que es consecuente que a lo largo del 
procedimiento los hechos que en el momento de incoar se conocían puedan ser 
completados con posterioridad, haciendo uso de las herramientas habilitadas en el 
procedimiento, acordadas por la persona que dirija la instrucción o incluso a petición de 
los propios interesados (artículos 16 y 17 RP).     
En consecuencia, no se puede exigir que el relato de los hechos sea concreto en 
esta fase.  Será suficiente con hacer constar en el acuerdo, aquellos solos hechos de los 
que inequívocamente se desprenda la posible comisión de una infracción administrativa, 
de forma que el inculpado pueda tomar conocimiento de los hechos ilícitamente básicos 
de cuya comisión se le considera presunto responsable, sin perjuicio de que otros 
perfiles o extremos adicionales de la conducta infractora vayan incrementando con 
posterioridad en la instrucción del expediente sancionador. Por eso, precisamente 
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establece el artículo 13.1 b) RP que la determinación de los hechos lo será sin perjuicio 
de lo que resulte de la instrucción.  
La fundamentación del acuerdo de iniciación no puede vincular al órgano 
decisor de cara a la resolución definitiva del procedimiento, ya que esta circunstancia 
implicaría indefensión del denunciado, ya que de este modo no se facilita que las 
aportaciones de los interesados tuvieran la incidencia que se merecen en el 
procedimiento.  
En cuanto a las sanciones que pudieran corresponder, todo acuerdo de 
iniciación ha de contener en su interior la mención expresa acerca de las sanciones que, 
aparejadas legalmente a la comisión del ilícito administrativo imputado, pudieran 
corresponder al presunto inculpado en el caso de quedar acreditada su culpabilidad y la 
existencia del hecho ilícito. La información relativa a la sanción no constituye contenido 
esencial en cuanto a la precisión de la misma, habrá que indicar el intervalo previsto o la 
forma de determinarla en la norma concreta. Además, del mismo modo que ocurre con 
la calificación jurídica, la autoridad decisora no está vinculada a lo propuesto por el 
instructor, sino a la Ley y al Derecho (artículo 103.1 CE). A diferencia de los hechos 
que se tengan en cuenta para resolver, que en este caso si habrán de ser los 
determinados en la fase de instrucción del procedimiento, con independencia de su 
diferente valoración jurídica, artículo 20.3 RP 
El hecho de que haya de contenerse en el acuerdo de iniciación la posible 
sanción, en los supuestos en los que de entrada, se pueda determinar, tiene por objeto 
acortar el procedimiento y ofrecer la posibilidad al infractor a realizar el pago voluntario 
y evitar así estar sometido a un procedimiento sancionador, en el que quizás se hayan 
adoptado medidas cautelares. Éste puede ser el caso de la retirada de armas de fuego en 
los expedientes sancionadores relacionados con infracciones administrativas en materia 
de caza.  
c) Instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación 
del régimen de recusación de los mismos. El artículo 135 LRJPAC otorga al presunto 
responsable el derecho a conocer la identidad el instructor y de la autoridad competente 
para imponer la sanción, y de la norma que atribuya tal competencia, extendiendo el 
artículo 13.1 RP este derecho también al conocimiento de la identidad del secretario del 
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Informar al denunciado a cerca de la identidad de los funcionarios que van a 
intervenir y decidir en el procedimiento, tiene la finalidad de posibilitar el ejercicio de 
aquel a su derecho a la recusación, y con él,  hacer efectivo el derecho a una autoridad 
imparcial. Lo que conecta con el siguiente requisito. 
La ausencia de esta información en el acuerdo de iniciación, relacionados con el 
ejercicio del derecho a recusación, no origina ningún tipo de indefensión, siempre y 
cuando éste sea identificable11. 
Lo que, por el contrario, si origina la nulidad del expediente es la omisión del 
nombramiento o designación del órgano instructor, por haberse omitido un trámite 
esencial. No obstante, la tendencia ha de ser facilitar al interesado llevar a cabo el 
ejercicio de sus derechos, y el de recusación es uno de ellos.  
d) Órgano competente para la resolución del expediente y norma que le 
atribuya tal competencia, expresando la posibilidad de que el presunto responsable 
pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad, con los efectos previstos en el 
artículo 8.  
La obligación de individualizar la norma que atribuye la competencia 
sancionadora para ponerla en conocimiento del interesado, busca tan sólo proporcionar 
el elemento necesario para evidenciar una posible falta de competencia que, en caso de 
ser manifiesta, determinará la nulidad de pleno derecho de los actos dictados por la 
autoridad que carezca de este elemento esencial. La norma por la que un determinado 
órgano ostenta competencias concretas varía en el tiempo cada vez que se producen 
reestructuraciones administrativas que implican cambios de estructuras dentro de una 
administración.  
                                                     
11 A juicio de la STS de 4 de julio de 1988, (RJ 1988\5739, en el caso de esta sentencia, por el 
cargo: ”en el caso, si bien no se consignó en la primera comunicación dirigida al interesado la 
designación nominal del instructor del expediente sancionador, tal falta de denominación no produce la 
indefensión alegada, pues, figurando en dicho escrito que el encargado de la tramitación del expediente 
era el Jefe de la Unidad Administrativa de la Sección de Mercados y Mayoristas de la Delegación de 
Abastos y Mercados, el recurrente pudo impugnar su decisión, máxime si se tiene en cuenta que, de 
conformidad con el artículo 21.1 LPA, la recusación puede promoverse en cualquier momento de la 
tramitación del procedimiento, por lo que no puede admitirse que en el caso se la haya privado del 
derecho a recusar al instructor, ni puede apreciarse nulidad en el expediente sancionador”. 
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e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano 
competente para iniciar el procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se 
puedan adoptar durante el mismo de conformidad con el artículo 15. El estudio en 
profundidad de las medidas cautelares se aborda más adelante en un apartado 
independiente.  
f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el 
procedimiento y de los plazos para su ejercicio. 
Con respecto a las alegaciones, en el procedimiento sancionador encontramos 
algunos aspectos que lo caracterizan y  diferencian del procedimiento administrativo 
general. La primera cuestión es referente al plazo, aunque el artículo 3 RP permite hacer 
alegaciones y presentar documentación en cualquier momento anterior al trámite de 
audiencia, sin embargo, el artículo 16 dispone, que sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 3, los interesados disponen de quince días hábiles para adoptar cuantas 
alegaciones, documentos o informaciones estimen pertinentes, y en su caso proponer 
pruebas. Y la segunda cuestión es la relativa a las consecuencias de no formularlas, el 
artículo 13.2 RP añade que en la notificación de la incoación del procedimiento se 
advertirá a los interesados que, de no efectuarse alegaciones sobre el contenido del 
acuerdo de iniciación en el plazo de quince días, la iniciación podrá ser considerada 
propuesta de resolución cuando la misma contengan un pronunciamiento preciso de la 
responsabilidad imputada12. 
A pesar del pequeño apunte, las alegaciones, por el peso que pueden llegar a 
tener en el curso de procedimiento se analizarán de forma independiente.  
3.1.- Contenido adicional. 
En cada regulación sectorial de la materia concreta donde esté regulada la 
infracción objeto del procedimiento podemos encontrar supuestos en los que se requiere 
que el acuerdo de iniciación contenga una información concreta, como puede ser el caso 
                                                     
12 El TS ha avalado la legalidad de esta regulación, entre otras en Sentencia de 19 de Diciembre de 
2000 (RJ 2001\ 2277).  
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del artículo 187 del Reglamento de Costas13, que indica que  en la notificación de la 
incoación del expediente sancionador habrá de incorporarse requerimiento para que se 
corrija la situación creada por la comisión de la infracción  en el plazo que se señale, y 
sólo así, podrá beneficiarse el infractor del atenuante previsto, pudiendo reducirse la 
cuantía de la multa resultante  hasta la mitad.  Es por ello, por lo que habrá que exprimir 
la ley y reglamento que en cada caso afecte a la materia concreta, para poder advertir 
una posible información esencial a contener en los acuerdos de inicio.  
3.2.- Forma del acuerdo de iniciación. 
El acto administrativo por el que se inicia el procedimiento administrativo 
sancionador, ha de ser escrito, revestir forma de  acuerdo y contener todos los elementos 
mínimos expresados con anterioridad. Aunque la falta de denominación expresa, no 
supone nulidad del procedimiento, tal y como afirma la jurisprudencia.  
La falta de emisión del acuerdo de iniciación constituye una causa de nulidad de 
pleno derecho de los trámites que puedan tener lugar desde el momento posterior en que 
debió emitirse el mismo, todo ello, al  amparo del artículo 62.1, letras a) y e) de la 
LRJPAC.  
4.- ACTUACIONES PREVIAS. 
Contempladas en el artículo 12 del RP, las actuaciones previas se encaminan a 
determinar con mayor precisión si procede incoar el procedimiento sancionador porque 
concurren circunstancias que justifiquen tal iniciación. Sirven para precisar los hechos 
susceptibles de considerarse infracción, identificar presunto o presuntos responsables y 
todas aquellas circunstancias que puedan ser relevantes en el procedimiento.  
La cuestión que se plantea aquí es si las mismas cuentan o no a efectos del plazo 
máximo para resolver y notificar. Es decir, si antes del acuerdo de incoación se ha 
                                                     
13 Real Decreto 1471/1989, de 1 de diciembre, por el que por el que se aprueba el Reglamento 
general para desarrollo y ejecución de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas. (BOE núm. 297, de 12 de 
diciembre de 1989). 
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adoptado una medida de este tipo, como podría ser la petición de un informe 
concretando los hechos, si ese periodo de tiempo que media entre la actuación previa y 
el acuerdo de iniciación, es computable a efectos del plazo máximo para resolver y 
notificar. La jurisprudencia suele entender que no es así14, y de hecho una respuesta 
negativa es la que parece deducirse del artículo 42.3 de la LRJPAC, cuando habla de 
que el plazo máximo para resolver y notificar en los procedimientos iniciados de oficio,  
cuenta desde la fecha del acuerdo de iniciación.   
En cualquier caso, a veces existen reglas especiales tendentes  a evitar abusos 
administrativos, consistentes en prolongar indebidamente la fase previa y después 
acelerar la tramitación de los procedimientos. 
Así, por ejemplo, el artículo 18 del Real Decreto 1945/1983, regulador de 
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la producción 
agroalimentaria15, señala que, si desde la completa determinación de los hechos, acta de 
infracción, básicamente, hasta el acuerdo de incoación transcurren más de seis meses, se 
producirá la caducidad del procedimiento sancionador regulado en esa norma. Otro 
ejemplo sería el que se desprende del artículo 93.3 de la Ley 2/1992, Ley Forestal de 
Andalucía16, cuando dice, caducará la acción para perseguir la infracción cuando, 
conocida por la Administración su existencia y finalizadas las diligencias dirigidas al 
esclarecimiento de los hechos, hubieran transcurrido seis meses sin que la autoridad 
competente ordene incoar el oportuno procedimiento o, iniciado el procedimiento 
sancionador, transcurran seis meses sin actividad de la administración.  
Por lo demás, la STC 14/1999 de 22 febrero, (RTC 1999\14), en relación con un 
procedimiento disciplinario militar, ha dicho que no se vulnera el artículo 24.2 CE por 
el hecho de que en ciertos actos concretos previos a la incoación del procedimiento no 
se hubiera dado participación al interesado, si después el pliego de cargos es lo 
                                                     
14 Posicionamiento que recoge en la STSJ de Aragón de 25 de febrero de 2000, (JT 2000\1091) 
donde se deduce que la información previa no cuenta a estos efectos. 
15 Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones en 
materia de defensa del consumidor y de la producción agro-alimentaria (BOE núm. 168 de 15 de Julio de 
1983).  
16 Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía (BOJA núm. 57 de 23 de Junio de 1992 y BOE 
núm. 163 de 08 de Julio de 1992).  
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suficientemente expresivo, al no haberse producido indefensión material. Se entiende, 
en todo caso que la debe ser necesario que los hechos que se deduzcan de la 
información previa se incorporen al procedimiento si la Administración pretende 
basarse en ellos.  
5.- MEDIDAS PROVISIONALES. 
Aparecen reguladas en el artículo 72 y 136 LRJPAC y en el artículo 15 del RP.   
Tal y como se desprende de dichos artículos, tales medidas pretenden garantizar 
la efectividad de la resolución que en un futuro pueda recaer, y pueden adoptarse y 
modificarse en cualquier momento del procedimiento. 
Cada ley sectorial suele determinar con más precisión las medidas provisionales 
más adecuadas para cada supuesto y aspectos a considerar en la adopción de las 
mismas. Así es el caso de la Ley 22/1988 de Costas17, por ejemplo, que establece en su 
artículo 103 que previamente a la adopción de medidas cautelares relacionadas con 
actividades no autorizadas, habrán de haber sido desestimadas las alegaciones que en su 
caso se hubieran realizado frente al acuerdo de iniciación. Es más, en la misma ley se 
precisa y detalla una serie de medidas tendentes a garantizar la efectividad de las 
medidas cautelares adoptadas al amparo de esta normativa, tales como cortes de 
suministro o sanciones a empresas suministradoras. Es por ello, por lo que es 
fundamental, conocer, una vez más, qué regulación específica ofrece cada ley sectorial, 
tanto para tramitar como para alegar y resolver posibles incidencias en la adopción de 
medidas de carácter provisional.  
No obstante lo principal a tener en cuenta frente a esta figura, es que la decisión 
que, en su caso, se adopte sobre las medidas cautelares ha de guardar un necesario 
equilibrio entre la finalidad garantista de las mismas y la proporcionalidad en su 
adopción, como medida de protección de los derechos del presunto responsable. 
                                                     
17 Ley 22/1988, 28 julio, de Costas (BOE núm. 181 de 29 de Julio de 1988).  
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Además, la medida cautelar, en sí misma, no presenta autonomía de ningún tipo, 
se convierte en un instrumento al servicio de la finalidad del procedimiento en sí, no 
tiene un fin propio e independiente, sino que está en directa conexión con un 
procedimiento principal cuyo objetivo es el ejercicio el ejercicio de la potestad 
sancionadora de la Administración y cuyos fines se encarga de tutelar la medida 
cautelar. Si se produjera la caducidad y el archivo de las actuaciones, la medida cautelar 
perdería su operatividad.  
Ésta es una figura procedimental que reviste cierta importancia, ya que 
previamente a la resolución definitiva del procedimiento, el presunto responsable se ve 
sometido a acatar la medida, sin que por el momento haya podido intervenir en el 
procedimiento (suponiendo en este caso que la medida cautelar se ha adoptado junto al 
acuerdo de inicio). La forma de intervenir del denunciado frente a la adopción de tales 
medidas, será alegando en el procedimiento solicitando el levantamiento o modificación 
de las mismas, o interponer recurso de alzada frente a ellas. 
Finalmente, serían  indemnizables, ya que si tras la tramitación oportuna se 
estima que no procede la sanción, se produce un daño imputable al funcionamiento de 
un servicio público, concurriendo el presupuesto para exigir la correspondiente 
indemnización, exigible conforme a lo dispuesto en los artículos 139 y concordantes de 
la LRJAP. 
5.1.- Requisitos en la adopción de medidas cautelares. 
Analizando los requisitos que ha de contener el acuerdo de medidas 
provisionales, ya no solo desde el punto de vista formal y de contenido, si no de 
fundamentación y oportunidad, podremos advertir los aspectos más polémicos a los que 
se enfrenta un expediente sancionador que contiene adopción de medidas cautelares.  
5.1.2.- Competencia. 
El requisito básico para adoptar una medida cautelar es que el órgano que las 
acuerda ostente la competencia necesaria para ello. Ello garantiza que órganos 
administrativos no autorizados legalmente para ello puedan acordarlas. Lo mismo 
ocurre en materia procesal, que en base a la jurisdiccionalidad, no es posible que el 
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personal auxiliar o colaborador de la administración de justicia pueda decretar medidas 
cautelares en un proceso. 
Por tanto, la competencia para adoptarlas reside el órgano competente para 
iniciar el procedimiento y resolverlo. Añadiendo el artículo 15.1 del RP la posibilidad 
de que sean adoptadas por el órgano instructor, en el caso de que razones de urgencia 
inaplazable lo justifiquen.  
La ausencia de este requisito es una causa de nulidad de pleno derecho, tal y 
como establece el artículo 62.1. b) LRJPAC, los dictados por órgano manifiestamente 
incompetente por razón de la materia o del territorio. 
5.1.3.- Falta de imparcialidad del órgano. 
El artículo 134 LRJPAC, establece la separación orgánica de las funciones de 
instrucción y decisión del procedimiento, todo ello, para hacer efectivo el derecho al 
órgano administrativo imparcial. Por ello, es necesario reconocer la posibilidad de que 
la autoridad competente para decretar medidas cautelares en perjuicio del presunto 
infractor pueda perder su imparcialidad para resolver definitivamente el procedimiento.  
El órgano competente para resolver el procedimiento tendrá que valorar los 
elementos relativos, primero a su competencia, que la demos por demostrada en 
principio, y a continuación de los elementos que hacen necesaria la adopción de la 
medida cautelar en contraposición con todos aquellos indicios o sospechas fundadas a 
cerca de los hechos. 
No obstante, nos podemos cuestionar en este punto, si estas circunstancias 
colaboran en garantizar la separación de funciones de instrucción y decisión, que se 
pregona como garantía básica del procedimiento. 
5.1.4.- Adopción  por parte del órgano instructor. 
La atribución al instructor con carácter general de la competencia en materia 
cautelar, y no sólo en supuestos de urgencia inaplazable, hubiera permitido salvar el 
problema de la falta de imparcialidad de la autoridad decisora. 
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No obstante, pese a que la norma contemple un supuesto excepcional en el que 
por motivos de urgencia podrá el instructor adoptar medidas cautelares, no se logra  
ubicar esta posibilidad en la realidad, ya que la urgencia puede advertirse en el 
momento de iniciar el procedimiento, y cuando el instructor entra en escena en el 
procedimiento es porque ya se ha dictado el acuerdo de inicio, acto mediante el cual se 
le nombra, por lo que en este momento ya ha tenido lugar una actuación del órgano, y 
de existir urgencia para la adopción, sería éste el que mediante tal acto hubiera adoptado 
las correspondientes medidas cautelares. Sería difícil, por tanto, justificar una adopción 
posterior por parte del instructor y en la práctica, en pocas ocasiones tiene lugar, ya que 
se corre el riesgo, como se ha apuntado, de que no se pueda justificar la urgencia 
sobrevenida.  
5.1.5.- Requisitos de Tipicidad, Proporcionalidad, Instrumentalidad y Homogeneidad 
en las medidas provisionales. 
El mismo artículo 15.3 del RP, en relación a las medidas de carácter provisional, 
aporta que éstas deberán ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y necesidades de 
los objetivos que se pretendan garantizar en cada supuesto concreto.  
En consecuencia, los requisitos que se desprenden de este requerimiento son los 
de tipicidad, proporcionalidad, instrumentalidad y homogeneidad con las medidas 
ejecutivas.  
En cuanto al requisito de la tipicidad de las medidas cautelares, mediante el cual 
no se pretende incidir tanto en el hecho de que el régimen jurídico y el contenido de 
cada una de ellas esté precisamente predeterminado por la norma jurídica, sino más bien 
en la ausencia de cláusulas generales abiertas en este sentido. El artículo 15.3 RP 
establece que las medidas provisionales deberán estar expresamente previstas, pero con 
carácter general y sin perjuicio de las correspondientes normas administrativas 
específicas que detallen nuevas medidas cautelares, al amparo del artículo 15.2 RP, 
donde se habilita la adopción de medidas tales como la suspensión temporal de 
actividades, prestación de fianzas, la retirada de productos o la suspensión temporal de 
servicios por razones de sanidad, higiene o seguridad. 
También el contenido y los efectos de las medidas cautelares deben ser 
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informados por el principio de proporcionalidad. A estas exigencias se refiere 
directamente el artículo 72.2 LRJPAC  no se podrán dictar medidas cautelares que 
puedan causar perjuicios de difícil o imposible reparación a los interesados o que 
impliquen violación de derechos amparados por las Leyes y con mayor precisión lo 
hace el artículo 15.3 RP. 
De ello se deriva que la medida cautelar ha de ser necesaria e idónea, de forma 
que la discordancia entre los efectos de la medida  y el aseguramiento de la decisión 
final conlleve a la proporción. Además, la medida cautelar debe observar una regla de 
proporción entre su entidad y la magnitud del resultado a conseguir con la misma, lo 
que obliga a la autoridad administrativa a acordar las medidas menos gravosas posibles. 
Finalmente, el principio de proporcionalidad también exige que la medida acordada se 
encuentre perfectamente motivada.  
La jurisprudencia ha sentado las siguientes pautas doctrinales al respecto: en 
primer lugar, una medida cautelar que pueda afectar al ejercicio de derechos 
fundamentales deber respaldarse con  motivación o fundamentación jurídica; en 
segundo lugar, debe tenerse en cuenta a la hora de decidir su adopción su carácter 
esencialmente extremo o excepcional; y en tercer lugar, previamente a su adopción, en 
aquellos casos en los que las mismas no estén reguladas expresamente, habrá de someter 
las medidas a un previo juicio de racionalidad y proporcionalidad, ponerse siempre en 
relación con la finalidad perseguida 18 . Finalmente, otra sentencia afirma que “la 
adopción de medidas cautelares en un procedimiento sancionador no vulnera derechos 
constitucionales siempre que exista una norma jurídica que permita su adopción, se 
establezcan por resolución fundada en derecho, y se basen en un juicio de racionalidad 
acerca de la finalidad perseguida y las circunstancias concurrentes, pues una medida 
cautelar desproporcionada e irrazonable no sería propiamente cautelar y tendría 
carácter punitivo en cuanto a exceso”.19 
Por último, existe la necesidad de que la medida cautelar se asemeje a las 
medidas cautelares que puedan adaptarse en función de llevar a la práctica la decisión 
final sancionadora.  Pero homogeneidad no significa identidad, en todo caso la 
jurisprudencia aconseja la implantación de medidas cautelares que, sirviendo a los fines 
                                                     
18 STS de 9 de febrero de 1988,  (RJ 1988\1291). 
19 STS de 17 de mayo de 1990,  (RJ 1990\4116). 
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de asegurar eficacia de la resolución final, se muestren menos gravosas u ocasionen una 
menor perturbación de las facultades del presunto infractor que dichas medidas 
ejecutivas. 
5.1.6.- Provisionalidad y Circunstancialidad. 
De la propia denominación de esta figura se desprende la esencia temporal de 
toda decisión cautelar y de ahí emana la limitación en cuanto a su vigencia. Al estar 
subordinadas al procedimiento y servir siempre como instrumento de éste, podrán 
conservar su efectividad  siempre que se establezca en el procedimiento y hasta que la 
resolución por la que se pone fin al mismo sea firme.  
Además, la medida cautelar es adoptada en atención a unas circunstancias cuya 
valoración entra de lleno en las causas legales que son susceptibles de originar que se 
acuerden. Por ello, ante eventuales cambios circunstanciales la misma puede y se debe 
reformar, anulando su vigencia cuando proceda, o ampliando o reduciendo sus efectos 
en función de tales circunstancias. 
 Por ello, si se adoptan medidas cautelares en el inicio de un expediente, y no se 
produce un levantamiento de ellas en la tramitación, una vez que recaiga resolución 
definitiva, si ésta es firme, desaparecerán, por no ser necesarias desde el momento en el 
que ya existe un resolución al respecto; sin embargo,  si estamos ante una resolución 
que no es firme en vía administrativa, y ésta se recurre en el plazo establecido, las 
medidas cautelares continuaran velando por los efectos pretendidos, manteniendo su 
eficacia.  
5.1.7.- Motivación. 
Como señala la STS de 9 de marzo de 1998, (RJ 1998\2294), la motivación es 
“un instrumento que expresa la causa, motivo y fin de un acto administrativo y permite 
conocer los hechos y razones jurídicas que impulsan el actuar de quien emanan”. 
El artículo 15.1 del RP, establece que las medidas de carácter provisional se 
adoptan mediante acuerdo motivado. Esta exigencia impone la necesidad de que 
cualquier modificación, levantamiento o ampliación de las mismas a lo largo del 
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procedimiento goce de la misma fundamentación. 
Con la motivación se pretende garantizar el derecho de defensa del interesado, 
en lo que respecta a la tutela efectiva de sus derechos e intereses, facilitándole que 
pueda oponerse frente al acuerdo por el que se adopta la medida provisional, pudiendo 
rebatir el razonamiento de la administración con los mismos elementos de juicio 
utilizados para su adopción.  
Además, la motivación constituye un apoyo para la propia justificación de la 
existencia del acto en sí,  y en este caso, de un acuerdo que puede limitar derechos. 
La motivación a su vez, permite detectar la arbitrariedad, ya que podemos 
comprobar la legalidad a la que se ajusta el acuerdo, controlando el ajuste de la medida 
al ordenamiento jurídico.  
Por último, no se puede omitir la necesidad que impone el artículo 54.1 y 138.1  
de la LRJPAC, de que se motive la adopción de medidas provisionales. No hay, por 
tanto, duda acerca de este requisito esencial, ya sea como requisito formal o como 
derecho fundamental del denunciado. La duda que se plantea entonces, es si en caso de 
omisión de la motivación, este hecho debería considerarse dentro de los supuestos de 
nulidad recogido en el artículo 62.1 a) LRJPAC, los que lesionen los derechos y 
libertades susceptibles de amparo constitucional; o sin embargo, sería más adecuado 
declarar su anulabilidad si da lugar a indefensión, en consecuencia con el artículo 63 
LRJPAC, son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder. No obstante, el 
defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los 
requisitos formales indispensables para alcanzar su fin o de lugar a la indefensión de 
los interesados. 
Al respecto, se pronuncia la STC de 13 de enero de 1998, (RTC 1998\7), al 
señalar que “el derecho a la motivación de la resolución sancionadora es un derecho 
instrumental a través del cual se consigue la plena realización de las estantes garantías 
constitucionales que, como hemos visto, resultan aplicables al procedimiento 
administrativo sancionador (...) Lo que, en cualquier caso, debe tenerse en cuenta es la 
suficiencia de la motivación de las sanciones administrativas, al igual que la de 
cualquier otro tipo de resolución, no puede ser apreciada apriorísticamente con 
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criterios generales, sin que, como hemos desarrollado respecto de las judiciales, 
requiere examinar el caso concreto para ver si, a la vista de las circunstancias 
concurrentes , se ha cumplido o  no con este requisito(…). Este Tribunal ha afirmado la 
relevancia constitucional- y no sólo legal- del deber de motivar las resoluciones 
administrativas sancionadoras, motivación que cumple la función de constatar que la 
sanción impuesta constituye una proporcionada aplicación de una norma sancionadora 
previa y que resulta imprescindible en orden al adecuado control de la resolución en 
cuestión”. 
En conclusión, para determinar si la omisión de este requisito en la adopción de 
la medida cautelar, supone una causa de nulidad o anulabilidad, habrá que analizar el 
supuesto concreto, las consecuencia que se derivan en la esfera del perjudicado, y si 
existe la posibilidad de subsanarlo, sin que ello suponga perjuicios al inculpado.  
5.2.- Procedimiento para la adopción de medidas cautelares. 
No aparece regulado concretamente el procedimiento a seguir, desde el punto de 
vista de gestión administrativa, ni en la LRJPAC ni en el RP. 
La cuestión a analizar frente a esta figura procedimental sería si resulta o no 
necesario facilitar al administrado un trámite de audiencia de forma previa a la adopción 
de la medida. Las normas aplicables no se pronuncian en este extremo, por lo que 
citando a Garberí Llobregat 20 ,”Parece lógico convenir que si en dicha adopción 
concurren rezones inaplazables de urgencia, la audiencia no será imprescindible, pues 
la demora ocasionada por la misma probablemente frustraría el fin perseguido con la 
medida. Pero quizás en otro caso la instauración de un trámite de audiencia quedaría 
plenamente justificado, en función de conceder al presunto infractor una oportunidad 
de rebatir los presupuestos y requisitos que sirven de base a la medida cautelar sobre 
cuya posible adopción se da cuenta al interesado”. 
La jurisprudencia parece entenderlo así21 “la medida cautelar impuesta..., dado 
que se inserta dentro de la actividad de policía de la administración, al adoptarse de 
plano y sin audiencia al interesado, titular del establecimiento clausurado, ha de 
                                                     
20Garberí Llobregat, J: El procedimiento Administrativo Sancionador (3Ed.) Edit. Tirant Lo 
Blanch, 1998. 
21 STS de 24 de abril de 1991, (RJ 1991\3082). 
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declararse nula por determinar indefensión; tanto si se considera, efectivamente, como 
medida cautelar, como si se entiende que sea una sanción, en ambos supuestos se 
requiere previamente el trámite de audiencia no adoptado, pues, en ambos casos, se 
trata de una medida que puede llegar a restringir o modificar el ejercicio de unos 
derechos previamente obtenidos de la Administración, por lo que el trámite de 
audiencia ha de considerarse necesario”.  
5.3.- Presunción de inocencia y medidas cautelares. 
 La adopción de estas medidas en el procedimiento sancionador puede implicar 
una restricción de derechos en aras a la consecución de una indispensable y eficaz 
garantía para los posibles perjudicados o para los intereses públicos, restricción que,  
La doctrina y la jurisprudencia entienden que la presunción de inocencia que 
protege la Constitución Española en su artículo 24, es compatible con la adopción de 
medidas cautelares, siempre que se adopten por resolución fundada en derecho, que 
cuando no es reglada, ha de basarse en un juicio de razonabilidad acerca de la finalidad 
perseguida y las circunstancias concurrentes, pues una medida desproporcionada o 
irrazonable no sería propiamente cautelar, sino que tendría un carácter punitivo en 
cuanto al exceso22.  
A pesar de que en ocasiones la adopción de medidas cautelares puede implicar 
una restricción de derechos, ya que supone anticipar unos efectos sancionadores en 
contra del administrado en un momento en el que se mantiene intacta su presunción de 
inocencia, sin embargo se observa posible compatibilizarlo con cautela y un moderado 
impulso de todas aquellas medidas que puedan resultar especialmente restrictivas.  
                                                     
22 Así se pronuncia la STC de 26 de noviembre de 1984, (RTC 1984/108), citada por otras como 
las SSTS de 9 de mayo de 1991(RJ 1991\6613)  y de 5 de noviembre de 1992,  (RJ 1992\9085). 
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7.- INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO: DERECHOS DE LOS 
INTERESADOS Y TRAMITACIÓN PARA UNA RESOLUCIÓN CONGRUENTE 
AJUSTADA A LA LEY Y AL DERECHO. 
7.1.- Introducción y regulación normativa. 
La instrucción es la fase central del procedimiento, y su finalidad, es por una 
parte, garantizar los derechos de defensa de los interesados; y, por otra, el mejor 
conocimiento de la situación por parte de la Administración, a fin de que la resolución 
final sea congruente con la misma, adecuada a Derecho y además acertada desde el 
punto de vista técnico y de oportunidad.  
El artículo 78 y siguientes de la LRJPAC no regulan un diseño acabado de la 
instrucción de los procedimientos, sino que se limitan a regular una serie de trámites 
tipo que se pueden utilizar en los distintos procedimientos. No obstante, algunos de 
ellos son comunes a cualquier procedimiento, como por ejemplo, las alegaciones o el 
trámite de audiencia. Sin embargo, algunos de los contenidos referentes a la instrucción 
de la LRJPAC van a incidir, como no podía ser de otra forma, sobre todas las 
actuaciones que se lleven a cabo en el procedimiento. 
En cuanto a la instrucción, el artículo 16 del RP trata de las actuaciones y  
alegaciones. En esta fase del procedimiento actúan dos de los intervinientes en el 
procedimiento, inculpado, a través de alegaciones y en su caso propuesta de pruebas e 
instructor, realizando de oficio todas las actuaciones que éste estime conveniente para 
esclarecer los hechos y la responsabilidad de los mismos. Al respecto, se procederá a 
solicitar los informes convenientes o preceptivos y a practicar las pruebas necesarias.  
7.2. Principios que inciden en la tramitación. 
7.2.1.- Principio de oficialidad. 
El artículo 78 LRJPAC trata la oficialidad de los actos de instrucción. Éstos 
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habrán de ser realizados por el instructor del procedimiento, sin perjuicio de que los 
interesados tengan el derecho a proponer aquellas actuaciones que estimen convenientes 
o que constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.  Hablamos aquí, por 
tanto, que el principio de oficialidad, combinado con el derecho a la defensa de los 
interesados van a regir todos los procedimientos administrativos, incluido el 
sancionador.  
Habrá que pensar, que cualquier acto de instrucción requerirá, en principio, la 
intervención de los interesados, siempre que puedan ser afectados sus derechos de 
defensa. Es en este sentido, abundante la jurisprudencia que anula resoluciones 
sancionadoras por no haber podido intervenir el interesado en la toma de muestras a 
analizar, en el caso de expedientes sancionadores originados por residuos, por ejemplo.  
7.2.2.- Derecho a asistencia. 
Además, el articulo 85 LRJPAC permite que los interesados sean asistidos por 
un asesor, entendiendo que podrá ser tanto jurídico como técnico. La finalidad es que el 
derecho de defensa de los interesados no se convierta en algo puramente formal; esto es 
más evidente cuando las actuaciones a realizar tienen carácter técnico. “Hay que tener 
en cuenta que, en los procedimientos sancionadores, la asistencia letrada se convierte 
en derecho fundamental”, así lo afirma la STC de 22 abril de 2004, (RTC 2004\74), en 
relación con un procedimiento disciplinario.  
En cuanto a lo contenido en el RP, en los artículos 16 y 17 encontramos la 
regulación  referente a las actuaciones, alegaciones y la prueba. En estos artículos se 
establecen los parámetros que habrán de respetarse en la práctica de actuaciones. 
7.2.3.- Principio de contradicción. 
Este mismo artículo 85.3 LRJPAC se contempla que el instructor adoptará las 
medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción e 
igualdad de los interesados en el procedimiento. Es este último el que en un 
procedimiento sancionador ocupa mayor protagonismo, ya que el principio de igualdad, 
ocuparía una posición más preponderante en procedimientos que persiguen adquisición 
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de derechos por parte de los interesados. 
7.2.4.- Principio de acceso permanente. 
Según el artículo 3 RP los interesados en el procedimiento tienen derecho a 
acceder en cualquier momento al expediente, conociendo el estado en el que se 
encuentra la tramitación del mismo y obteniendo copia de los documentos que en él se 
contengan.  
La LRJPAC, en su artículo 135, cuando habla de los derechos de los presuntos 
responsables, nos remite al artículo 35 de la misma Ley23, estableciendo que habrán de 
ser también considerados de plena validez todos los derechos, que de forma general se 
les reconocen a los ciudadanos en sus relaciones con la Administración.  
7.2.5.- Colaboración administrativa con el instructor del procedimiento. 
El primer apartado del artículo 14 RP especifica en favor del órgano instructor 
del expediente, el deber genérico de colaboración interadministrativa contemplado en el 
artículo 4 LRJPAC. Según este último artículo, las Administraciones Públicas, en el 
desarrollo de su actividad y en sus relaciones recíprocas, deberán facilitar a las otras 
Administraciones la información que precisen sobre la actividad que desarrollen en el 
ejercicio de sus propias competencias,  y prestar, en el ámbito propio, la cooperación y 
asistencias activas que las otras Administraciones pudieran recabar para el eficaz 
ejercicio de sus competencias.  
                                                     
23 Artículo 35 LRJPAC. Derechos de los ciudadanos. Los ciudadanos, en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas, tienen los siguientes derechos: a)  A conocer, en cualquier momento, el 
estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de interesados, y obtener 
copias de documentos contenidos en ellos. b)  A identificar a las autoridades y al personal al servicio de 
las Administraciones Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos. c)  A obtener 
copia sellada de los documentos que presenten, aportándola junto con los originales, así como a la 
devolución de éstos, salvo cuando los originales deban obrar en el procedimiento.  d)  A utilizar las 
lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en 
el resto del Ordenamiento Jurídico. e)  A formular alegaciones y a aportar documentos en cualquier fase 
del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano 
competente al redactar la propuesta de resolución.  cumplimiento de sus obligaciones. j)  A exigir las 
responsabilidades de las Administraciones Públicas y del personal a su servicio, cuando así corresponda 
legalmente. k)  Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las Leyes. 
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Para hacer efectivo este deber, las Administraciones podrán solicitar cuantos 
datos, documentos o medios probatorios hallen a disposición del Ente al que se dirija la 
solicitud, así como la asistencia para la ejecución de sus competencias. Además, el 
artículo 14.1 RP aporta al respecto, consideraciones en el mismo sentido a favor del 
órgano instructor.  
Sin embargo, la cuestión se plantea es en relación a cuándo pueden los Entes 
Públicos negar esta asistencia solicitada. La LRJPAC, determina posibilidades de este 
supuesto tales como que el Ente no esté facultado, o cuando de prestar la asistencia 
requerida se causara un perjuicio grave a sus intereses o al cumplimiento de sus propias 
funciones.  No podemos olvidar, que en muchos supuestos la potestad sancionadora la 
ejerce una administración frente a otra, éste problema, junto con la protección de datos 
de carácter personal, van a determinar los supuestos en los que esta colaboración no se 
lleve a cabo, justificadamente o no, ya que hemos de considerar también a colación la 
posible asimilación del derecho a no declarar contra uno mismo.  
7.3.- Condición de interesado en el  procedimiento. 
Para poder actuar en el procedimiento sancionador, has de ser interesado. En 
algunos supuestos, determinar quién tiene esta consideración va a ser fácilmente 
identificable, tal es el caso de la figura del inculpado en el procedimiento, pero en otros 
supuestos en los que aparecen denunciantes particulares o sujetos que supuestamente 
ven dañados sus intereses por la infracción que sustenta el procedimiento, no va a ser 
tan sencillo determinar si concurren circunstancias que afectan directamente a sus 
intereses. 
 El RP no establece quiénes van a ser los sujetos que adquieran la condición de 
interesado en un procedimiento, por ello, hemos de recurrir al artículo 31 de LRJPAC. 
En el mismo, encontramos alusión a tres tipos de legitimaciones.  
La primera, hace referencia a los titulares de derechos o intereses legítimos que 
promuevan el procedimiento. En este punto, podemos pensar que se está refiriendo al 
ley a los procedimientos iniciados principalmente a instancia de parte. Sin embargo, en 
los procedimientos sancionadores, quienes promueven el procedimiento son los órganos 
de  la propia Administración. En este sentido, no se puede pensar que los titulares de 
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dichos órganos puedan respaldar su actuación en derechos o intereses, ya que entonces 
estaríamos ante una causa de abstención de las reguladas en el artículo 28.2.a) de la 
LRJPAC.  
La segunda posibilidad, otorga la condición de interesado, a quienes, sin haber 
iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la 
resolución del mismo. Aquí situamos claramente al inculpado. Pero además de a éste, 
podemos situar, al amparo del artículo 31.1.b), a aquellas terceras personas que son 
diferentes al presunto responsable y a la Administración. Serían todos aquellos que 
comparezcan en el expediente a iniciativa propia o a solicitud de la autoridad 
administrativa, y que ostenten derechos subjetivos sobre los que pueda incidir la 
resolución del procedimiento. Se trataría por tanto, de personas que vean afectados sus 
derechos subjetivos, y no sus simples intereses legítimos. Es en este punto, donde es 
extremadamente complicado determinar con exactitud quiénes son estos sujetos, y en la 
práctica, cada expediente tiene elementos que hacen que las circunstancias que 
determinan la condición de interesado, sean únicas, y por lo tanto, de difícil 
homogenización, en cuanto al criterio a seguir.  
Surge aquí la duda de si se han de considerar interesados a los terceros que 
puedan ver afectados sus derechos patrimoniales. Pero dado que no cabe la posibilidad 
de que en un procedimiento sancionador se resuelva declarar responsabilidad civil 
frente a terceros, esta posibilidad se enturbia como posible. La Administración puede 
exigir la reparación de sus propios perjuicios patrimoniales, pero no puede situarse 
como instancia independiente mediadora de intereses de terceros. Por tanto, no 
procederá considerar interesados en el procedimiento a terceras personas que puedan 
verse afectados por la infracción administrativa, ya que con la resolución del mismo, no 
podrán obtener ningún beneficio en su esfera patrimonial. 
Sin embargo, si se podrían considerar interesados, en cambio, a aquellos cuyos 
derechos personales, no los esencialmente patrimoniales, se vean afectados por la 
infracción administrativa. El ilícito afectaría además de a intereses administrativos a 
derechos de terceros. La cuestión es determinar en qué supuestos normativos puede 
darse esta circunstancia. En la práctica, y en mi opinión, existe arbitrariedad respecto a 
esta cuestión, ya que al no existir criterios exhaustivos, dependerá del criterio personal 
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de la persona instructora del procedimiento.  
Por último, el artículo 31.1.c) alude a posibles interesados tales como 
asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales, las 
cuales, podrán ser titulares de intereses legítimos colectivos, según el apartado segundo 
del mismo artículo. Encuadraríamos en este supuesto, por ejemplo, a asociaciones 
ecologistas, en un procedimiento tramitado para evitar que se construya de forma ilegal 
en zonas especialmente protegidas, ya sea dominio público, terrenos forestales, espacios 
naturales protegidos y demás.  
En cuanto al papel que desempeña como posible interesado el denunciante, me 
remito a lo abordado en el seno de la denuncia como posible motivación de la iniciación 
del procedimiento sancionador.  
7.4.- Las alegaciones.  
Como ya se anticipó en el apartado primero de este trabajo, las alegaciones son 
un derecho de todo interesado en cualquier procedimiento administrativo, pero más si 
cabe, en un procedimiento sancionador, donde para garantizar el derecho de defensa del 
inculpado, las alegaciones se convierten en herramienta imprescindible.  
Este derecho se concreta tanto en relación con los hechos, como en relación a 
cuestiones técnicas, jurídicas, periciales, etc. 
7.4.1.- Plazos. 
Encontramos dos momentos cruciales para alegar en el procedimiento. El 
primero, tras recibir el acuerdo de iniciación del procedimiento, teniendo por finalidad 
llevar a cabo una oposición frente a lo contenido en el mismo, aportando la 
documentación y solicitando las pruebas que se estimen necesarias para ello; y el 
segundo, frente a la propuesta de resolución, y por tanto frente a los extremos 
incorporados por el instructor del procedimiento.  
Según la LRJPAC, artículo 79, éstas se podrán presentar en cualquier momento 
anterior al trámite de audiencia. Sin embargo, cuando estamos ante un procedimiento 
sancionador, la regulación concreta que lleva a cabo el RP, dispone también, que se 
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podrán presentar alegaciones en cualquier momento del procedimiento anterior al 
trámite de audiencia (artículo 3), pero sin embargo, posteriormente, en el artículo 16 
indica que el inculpado dispondrá de 15 días desde que le es notificado el acuerdo de 
incoación, para realizar alegaciones, aportar documentación o proponer pruebas. Este 
plazo, tiene repercusión en la posibilidad de considerar el acuerdo de iniciación, 
propuesta de resolución si no se actúa por parte del interesado en el plazo establecido, y 
siempre que en el acuerdo de iniciación se haya podido incluir información que permita 
concretar la sanción y obligaciones impuestas, y se haya advertido esta posibilidad en el 
acuerdo de inicio.  
Por último, y aunque pueda resultar obvio, es de vital importancia aludir al 
artículo 48.4 LRJPAC que dispone que los plazos, siempre que no se exprese otra cosa, 
cuando se establezcan por días, se entenderá que son hábiles, excluyendo del cómputo 
domingos y festivos. En los procedimientos sancionadores, por tanto los plazos 
referentes a días son hábiles.  
7.4.2.- Alegaciones relativas a defectos en la tramitación y  aspectos formales. 
El artículo 79 de la LRJPAC  incorpora, que en todo momento, los interesados 
pueden aducir defectos de tramitación, incumplimiento de plazos preceptivamente 
establecidos u omisión de trámites esenciales. Estas alegaciones podrían dar lugar, si 
hubiese razones para ello, a que se iniciara un procedimiento para exigir responsabilidad 
disciplinaria al responsable. 
Al poner este artículo (79.2 LRJPAC) en relación con el artículo 41 de la misma 
Ley24, encontramos cuáles son algunas de las obligaciones de la administración en 
cuanto a la tramitación. En este sentido se establece que el personal al servicio de la 
Administración habrá de adoptar las medidas oportunas que garanticen la correcta 
tramitación de los expedientes, en especial en lo referente a cualquier obstáculo que 
                                                     
24Artículo 41LRJPAC. Responsabilidad de la tramitación. 1.Los titulares de las unidades 
administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la 
resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las 
medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de 
los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para 
evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos. 2.Los interesados podrán 
solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública que corresponda. 
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impida o dificulte el ejercicio de los derechos de los interesados o el respeto de sus 
intereses legítimos, incorporando la posibilidad de solicitar la exigencia de 
responsabilidades a la Administración, en el caso de que no se cumplan estos preceptos. 
Las cuestiones que plantea la LRJPAC son muy generales, y en la realidad de un 
procedimiento sancionador, los defectos de tramitación que podrían alegarse están más 
relacionados con todas aquellas pautas de tramitación, principios o requerimientos de 
contenido y forma que se establecen en el RP. Algunos de ellos, los que ha de respetar 
un acuerdo de iniciación o la motivación de éste, se han abordado en el apartado de este 
trabajo correspondiente a la iniciación. Otros de ellos, se irán analizando en cada una de 
las figuras procedimentales objeto de estudio, y todas ellas, conformarán las posibles 
alegaciones a realizar en un procedimiento sancionador, en cuanto a defectos a su 
tramitación se refiere.  
La oposición frente a la imputación administrativa puede instrumentarse 
alegando algunas de las causas de nulidad de pleno derecho contenidas en el artículo 62 
LRJPAC. Algunas de las que más se adaptan a la tramitación de un procedimiento 
sancionador serían: 
 Alegación consistente en la nulidad de pleno derecho del acuerdo de inicio, al 
haberse prescindido total y absolutamente del procedimiento en la confección de éste, 
según el artículo 62.1.e) LRJPAC. Recurrimos en este punto al artículo 13 RP que 
establece el contenido mínimo del acuerdo de iniciación. 
Alegación basada en la nulidad de pleno derecho del acuerdo de iniciación al 
haberse dictado por un órgano manifiestamente incompetente por razón de materia o 
del territorio, según el artículo 62.1.b) LRJPAC.  
Alegación fundamentada en la nulidad de pleno derecho contenida en el artículo 
62.1.a)  LRJPAC, estableciendo que se produce indefensión. Ésta puede ser provocada 
por no constar en el acuerdo de inicio los hechos considerados ilícitos, por no constar la 
identidad y nombramiento del órgano instructor, porque no figure la competencia para 
resolver el procedimiento, o por dirigir la imputación frente a sujetos indeterminados.  
Las alegaciones que se fundamenten en una falta de imparcialidad que pueda 
derivar en una recusación al órgano decisor o instructor del procedimiento, deberán 
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seguir el procedimiento para la recusación y deberán fundamentarse en alguna de las 
causas de abstención que se recogen en el artículo 28 LRJPAC25. 
Es importante considerar en este extremo, que en numerosas ocasiones nos 
encontramos ante defectos que suelen ser fácilmente subsanables en el seno del 
procedimiento. No obstante, el cumplimiento de los plazos relativos a prescripción de 
las infracciones y plazo para resolver el procedimiento son fundamentales de cara a 
poder dotar de plena validez lo contenido en cualquier resolución y constituyen una 
causa de nulidad de pleno derecho. 
Por último, existe la posibilidad de que se produzca la caducidad del 
procedimiento por haberse formalizado la notificación del acuerdo de iniciación con 
posterioridad al plazo de los dos meses desde su emisión, artículo 6.2 RP. En la práctica 
este hecho es más habitual de lo que se puede estimar inicialmente, y todo por la 
imposibilidad de poder efectuar la notificación y tener que recurrir a la publicación en 
boletines oficiales, hecho que retrasa que se produzca la efectividad de la notificación.  
7.4.3.- Defensa material. 
Además de alegar en el procedimiento aduciendo causas formales, el presunto 
responsable puede fundamentar su defensa en términos basados con los hechos y su 
posible calificación como infracción. En este sentido se pueden formular alegaciones 
referentes a circunstancias propias del expediente en cuestión. 
Otra posibilidad, es que el inculpado reconozca los hechos cuya responsabilidad 
se le atañe. El artículo 13.1.d) establece la obligación de incorporar en el acuerdo de 
inicio la información relativa a esta posibilidad. Por ello, si el inculpado decide asumir 
                                                     
25Artículo 28.2 LRJPAC.Son motivos de abstención los siguientes: a)Tener interés personal en 
el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de 
sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado .b) Tener 
parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera 
de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los 
asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir 
despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato. 
c)Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado 
anterior. d) Haber tenido intervención como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate. e)  
Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle 
prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o 
lugar. 
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la responsabilidad de los hechos, habrá de hacérselo saber a la Administración, 
produciéndose entonces los efectos previstos en el artículo 8.1 RP, pudiendo resolverse 
el procedimiento con la imposición de la sanción que proceda, en el caso de que esto 
fuera posible.  
7.5.- Las Pruebas. 
A la prueba se refieren los artículos 80 y 81 de la LRJPAC, de forma general y 
el artículo 137.4 en concreto a la prueba en los procedimientos administrativos 
sancionadores. Por su parte, el RP regula la prueba en su artículo 17.  
Así como la oportunidad de formular alegaciones existen en todo el 
procedimiento, la prueba será un trámite cuya existencia dependerá de una serie de 
circunstancias. Esta fase del procedimiento tiene por objeto acreditar los hechos cuya 
responsabilidad se imputa administrativamente a un sujeto que de partida tiene intacta 
su presunción de inocencia. El órgano encargado de dirigir y desarrollar el periodo 
probatorio será el órgano instructor.  
La Administración solo puede sancionar en base a resultados incriminatorios que 
se deriven de pruebas practicadas en el expediente. Así se pronuncia la STS de 9 de 
febrero de 1991 (RJ 1991\1176) “si el procedimiento administrativo constituye siempre 
una garantía jurídica, este carácter adquiere especial relevancia cuando se trata de la 
imposición de una sanción; por eso, en todo caso, la Administración no puede imponer 
unas multas sin la previa instrucción de un procedimiento encaminado a comprobar si 
se ha cometido la infracción y bajo qué circunstancias, a fin de imponer, en su caso una 
sanción proporcional al ilícito castigado; y dentro de este marco (…) uno de los 
trámites que se indican es el de la práctica de pruebas”. 
Además, es la Administración la que habrá de asumir la carga de la prueba sobre 
los hechos imputados al presunto responsable, lo que supone a la vez, que los hechos 
constitutivos de infracción no puedan ampararse sin más como ciertos, en la presunción 
de legalidad de los actos administrativos, y tenga ésta que demostrar que existe el ilícito 
y la responsabilidad del inculpado en la infracción.  
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7.5.1.- Apertura del periodo de prueba. 
Para cumplir todos los requerimientos aludidos, el artículo 17 del RP habilita la 
posibilidad de tramitar un periodo de práctica de pruebas. El artículo 80.2 de la 
LRJPAC señala que el instructor abrirá un periodo de prueba en dos supuestos: en 
primer lugar, cuando no tenga por ciertos los hechos aducidos por los interesados; y en 
segundo lugar, cuando la naturaleza del procedimiento lo exija.  
En cuanto al primero, no sólo será preciso abrir el periodo de prueba cuando la 
Administración no tenga por ciertos los hechos aducidos por los interesados, sino 
también en los casos en que éstos no tengan por ciertos los hechos dados en principio 
por sentados por la Administración. Y en cuanto a lo que respecta al segundo supuesto, 
cuando la naturaleza del procedimiento lo exija, dado el principio de presunción de 
inocencia que rige el procedimiento sancionador, siempre debería abrirse el periodo 
probatorio. Sin embargo ello no es así. En primer lugar, porque se considera que las 
denuncias presentadas por agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones tienen 
valor probatorio, a menos que sean contradichas por los interesados, en cuyo caso, sólo 
servirán como medio de prueba si media ratificación, lo que exige abrir un periodo 
probatorio para que los agentes puedan declarar, con intervención de los interesados26. 
Además, el artículo 17 RP utiliza un verbo potestativo en relación con la apertura del 
periodo de prueba, lo que debe ponerse en relación con el hecho de que, en caso de que 
no se realicen alegaciones en el plazo de quince días, se podrá entender que el acuerdo 
de iniciación, haga además la función de propuesta de resolución, en los términos ya 
abordados en otros apartados de este trabajo.  
7.5.2.- Duración del periodo de prueba. 
El periodo de prueba, según la LRJPAC y el RP, oscilará entre diez y treinta 
días. En un procedimiento sancionador este límite temporal va a depender de la 
complejidad de los hechos a probar, las pruebas a practicar, e incluso de otros factores 
como la escasez de técnicos especialistas en una materia concreta. Por ello, cabe 
recordar que sería aplicable al periodo de prueba lo previsto en el artículo 49 de 
LRJPAC en lo referente a ampliación de plazos parciales. No obstante, tal y como 
                                                     
26 STC de 18 de noviembre de 1993 (RTC 1993\341). 
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apunta la doctrina, este plazo es meramente ordenador, no estamos ante un plazo 
preclusivo. 
Por su parte, el artículo 137.4 de LRJPAC, establece, en relación a la presunción 
de inocencia, que bien a propuesta del interesado, o de oficio, se realizaran todas 
aquellas pruebas que sean necesarias para determinar los hechos y la responsabilidad. 
Por ello, podemos llegar a la conclusión, en cuanto a la duración del periodo de prueba 
se refiere, de que se podrá ampliar este periodo o incluso abrir uno extraordinario, 
siempre en aras del procedimiento y la finalidad del mismo. De ahí, que en la práctica 
este periodo se exceda bastante de los plazos marcados por la norma.  
Una cuestión fundamental y de gran utilidad para cumplir los plazos máximos 
para resolver los procedimientos, es la posibilidad de suspender el plazo máximo en 
base al artículo 83.3 de LRJPAC27, tal y como aporta el artículo 17.4 RP. Se da esta 
posibilidad cuando la prueba sea un informe a emitir por un órgano administrativo o 
entidad pública y sea determinante para el procedimiento.  
7.5.3.- Proposición de prueba. 
El interesado es informado en el acuerdo de inicio de que tendrá un plazo de 
quince días para formular alegaciones y proponer pruebas. El órgano instructor del 
procedimiento, simultáneamente a la apertura del periodo probatorio, indicará en el 
acuerdo por el que se abre, los medios de prueba que a su juicio hayan de practicarse, 
recordando que puede desestimar la práctica de pruebas solicitadas que sean 
improcedentes o de nula validez para el procedimiento. Tal y como aporta la STS de 8 
de mayo de 1986, (RJ 1986\2355), “no es misión del instructor practicar todas las 
pruebas que le sean propuestas, sean las que fueren, sino tan sólo las que conduzcan al 
esclarecimiento de los hechos y a la determinación de las responsabilidades 
susceptibles de sanción”. 
                                                     
27 Artículo 83.3 LRJPAC. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y sin perjuicio de la 
responsabilidad en que incurra el responsable de la demora, se podrán proseguir las actuaciones 
cualquiera que sea el carácter del informe solicitado, excepto en los supuestos de informes preceptivos 
que sean determinantes para la resolución del procedimiento, en cuyo caso se podrá interrumpir el plazo 
de los trámites sucesivos. 
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7.5.4.- Medios de prueba. 
Conforme al artículo 80 de LRJPAC, será admisible cualquier medio de prueba 
valido en Derecho, lo que nos remite a la Ley 1/2000 de enjuiciamiento civil28, la cual, 
en su artículo 299 regula los medios de prueba. Serán admitidas en un procedimiento 
sancionador, por tanto, las pruebas testificales, periciales,elinterrogatorio a las partes y 
la documental. En relación a las pruebas periciales, en ocasiones surge la duda de si son 
válidos los resultados obtenidos por entidades privadas que colaboran con la 
Administración. Pues bien, la STSJ de Cataluña de 25 de junio de 2002 (RJ 2003\1019), 
señala, al hablar en el caso concreto de un expediente sancionador, que sí serán válidos.   
Es de gran utilidad considerar, al respecto de los medios de prueba, el artículo 11 
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial29, relativo a la inoperancia 
de las pruebas obtenidas por medios ilícitos, como podría ser el caso de la entrada en un 
domicilio sin la pertinente autorización judicial, o la obtención de pruebas atentando 
contra los derechos fundamentales. Algunas de las sentencias que avalan lo expuesto 
son la STC de 29 septiembre de 2003, (RTC 2003, 169), sobre pruebas obtenidas 
violando el derecho al secreto de las comunicaciones; o la STC de 26 abril de 1990, 
(RTC 1990\76), que pese a confirmar el debido respeto a lo anterior, en relación al 
derecho a no declarar contra uno mismo, hace una interpretación considerablemente 
restrictiva, en la medida que señala que no contraviene este derecho fundamental el 
deber de los interesados de aportar la documentación solicitada por la Inspección. La 
misma idea respalda la STS de 17 de marzo de 2003 (RJ 2003\5474), al afirmar que no 
es ilícita la prueba obtenida por los inspectores que, en principio lícitamente, entraron 
en el domicilio de la empresa sancionada administrativamente para averiguar 
determinados hechos, y sin embargo, finalmente, fue sancionada por otros distintos, ya 
que la empresa, sin ningún tipo de coacción exhibió los documentos que sirvieron de 
prueba para sancionarle.  
7.5.5- Admisión de pruebas. 
El artículo 80.3 de la LRJPAC expresa que el instructor del procedimiento sólo 
podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando éstas 
                                                     
28 Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil  (BOE núm. 7 de 08 de enero de 2000). 
29 Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (BOE núm. 157 de 02 de julio de 1985). 
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seanmanifiestamente improcedentes o innecesarias, y habrá de hacerlo mediante 
resolución motivada. La denegación injustificada de la práctica de una prueba propuesta 
por la parte interesada es un trámite susceptible de causar indefensión, y en tal medida, 
recurrible de forma independiente. 
Por su parte, el artículo 137.4 de la LRJPAC se referirse de forma concreta a la 
práctica o inadmisión de pruebas, concretamente en el procedimiento sancionador, 
continuando en la misma línea expuesta.  
Según la doctrina, al analizar la jurisprudencia constitucional en lo relativo a 
inadmisión de pruebas, ésta debe admitirse si es pertinente, aunque finalmente la misma 
no influya de hecho en el sentido de la resolución. La STC de 22 abril 2004, (RTC 
2004\74), entiende la pertinencia como la relación entre los hechos probados y el asunto 
a decidir. Pero en todo caso, el derecho a la práctica de medios de prueba no sería un 
derecho absoluto, sino modulado por la pertinencia.  
Es de vital interés la posibilidad de obtener pruebas de otros expedientes 
sancionadores que tenga o haya tenido el inculpado. Al respecto, la STS de 3 de marzo 
de 2003, (RJ 2003\2621) señala que “valdrá como prueba de cargo las obtenidas en 
otros expedientes, ya que la empresa sancionada también había sido parte interesada 
en estos expedientes”. 
7.5.6.- Práctica de pruebas. 
 En lo que respecta a la forma de practicar las pruebas, el artículo 81 de la 
LRJPAC señala, que la Administración comunicará a los interesados, con la antelación 
suficiente, el inicio de las actuaciones relacionadas con la práctica de las pruebas que 
hayan sido admitidas. Se trata de una elemental consecuencia del principio de 
contradicción, entiendo que afecta tanto a pruebas propuestas por lo interesados, como a 
pruebas acordadas de oficio por la Administración. La notificación debe indicar el lugar, 
fecha y hora en la que la prueba se practicará, y se le advertirá al interesado de la 
posibilidad de nombrar técnicos que le asistan.  
 Se trata de permitir a los interesados que intervengan en la práctica de las 
pruebas para comprobar su regularidad y poder rebatirlas. Al respecto, el aviso con 
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antelación suficiente es esencial, no solo para que el interesado pueda preparar su 
defensa, sino también en la medida en que, como señala el artículo 85 de la LRJPAC, 
los actos de instrucción en los que hayan de participar los interesados habrán de 
realizarse de la formas más cómoda para ellos, y de modo compatible con sus 
obligaciones personales y laborales. En definitiva, la idea es que el inculpado pueda 
cambiar la fecha, lugar u hora de celebración de una prueba en base a lo expuesto. 
 
7.5.7.- Carga y valoración de la prueba.  
Corresponde a la Administración probar los hechos en que pretenda fundamentar 
el acto que quiera dictar. La carga de la prueba, en los procedimientos administrativos 
iniciados de oficio en general, recae sobre la Administración, pero más si cabe en un 
procedimiento administrativo sancionador, donde la presunción de inocencia del 
inculpado ha de estar afecta a la tramitación del expediente.  
Este mismo derecho, hace que la valoración de la prueba por parte del órgano 
decisor haya de ajustarse a las exigencias de lógica y racionalidad, siendo congruente 
con los resultados obtenidos. No contemplar estos aspectos puede derivar en una lesión 
del derecho de presunción de inocencia del inculpado.  
En cuanto al valor probatorio de los hechos constatados por funcionarios a los 
que se les reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en documento 
público, me remito al análisis llevado a cabo de la denuncia como iniciativa para la 
incoación.  
7.6.- Propuesta de resolución y trámite de audiencia. 
La propuesta de resolución es el acto administrativo a través del cual, el órgano 
instructor del procedimiento, tras finalizar la práctica de pruebas, formula una acusación 
contra el presunto responsable o bien propone la absolución de los cargos imputados en 
el acuerdo de inicio. Ambas posibilidades, la inculpatoria y la exculpatoria, servirán de 
base al órgano decisor de cara a emitir la resolución definitiva.  
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7.6.1.- Contenido esencial de la propuesta de resolución. 
En el artículo 18 del RP se detalla el contenido que ha de respetar la propuesta 
de resolución. En ella, habrá de motivarse los hechos probados, su calificación jurídica, 
infracción, presuntos responsables y sanción. En la propuesta, frente a la 
provisionalidad de la imputación llevada a cabo en el acuerdo de iniciación, se 
materializa una acusación definitiva, es decir, una vez que se llevan a cabo las 
actuaciones necesarias, el órgano instructor aprecia como ciertos unos hechos, y somete 
su criterio al órgano competente para resolver. 
Debemos considerar en este punto, que amparado en el artículo 16.1 RP, el 
acuerdo de inicio puede convertirse directamente en propuesta de resolución,  siempre y 
cuando no presenten los inculpados alegaciones en plazo. No obstante, esta posibilidad 
se reduce a los supuestos en los que del acuerdo de incoación puedan desprenderse con 
claridad todos los contenidos mínimos a los que se refiere el artículo 18 del RP, en 
relación a la propuesta de resolución.  
En primer lugar, la propuesta ha de contener los hechos imputados. Es de vital 
importancia este extremo, ya que los hechos que se consideren probados, van a vincular 
al órgano decisor, a no ser que decida éste llevar a cabo actuaciones complementarias. 
Esta vinculación lo va a ser exclusivamente frente a los hechos, y no a la calificación 
jurídica de los mismos, de forma que a la hora de dictar resolución, el órgano 
correspondiente se encontrará vinculado al principio de legalidad. 
El contenido referente a la calificación jurídica de los hechos es esencial. La 
finalidad de esta exigencia deriva de la necesidad de que exista culpabilidad y tipicidad 
de los hechos. No obstante, la calificación jurídica de los mismos es competencia final 
del órgano que resuelva el procedimiento, que como ya hemos apuntado, no se 
encuentra vinculado por la calificación que proponga el instructor del procedimiento. 
Además, existen supuestos en los que los que se justifica la existencia del trámite 
complementario previsto en el artículo 20.3 del RP. Uno de ello es, cuando la infracción 
revista mayor gravedad, a juicio del órgano decisor, que la determinada en la propuesta 
del instructor, será entonces, cuando, en respeto al principio de contradicción, haya 
notificárselo al inculpado ofreciéndole un nuevo plazo de quince días para aportar 
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Por último, la propuesta ha de contener, acorde con el artículo 18 del RP, una 
concreta propuesta al órgano decisor, proponiendo sanción o exculpando. Cuando 
resuelva el órgano competente, éste lo hará imponiendo la sanción que considere o 
exculpando, sin vinculación alguna.  
7.6.2.-  Contenido adicional de la propuesta de resolución. 
Al contenido esencial regulado en el artículo 18 RP, debemos incorporar otras 
previsiones contenidas en el RP.  
En este sentido, el artículo 17.6 del RP establece, en relación a las pruebas 
practicadas, que si éstas constituyen fundamento básico para la decisión final que se 
adopte, por ser imprescindibles para la valoración de los hechos, deberán incluirse en la 
propuesta de resolución. Por ello, no es suficiente, con que el instructor se limite a 
incluir en la propuesta los hechos probados, sino que habrá de incorporar la motivación 
de la valoración que se ha llevado a cabo con la realización de posibles pruebas. 
En cuanto a la previsión que efectúa el artículo 22.1 del RP en relación a la 
indemnización por daños y perjuicios causados a la Administración, y por consiguiente 
a los intereses generales que protege., habrá de ser incluida la cuantía que se haya 
podido determinar en concepto de responsabilidad patrimonial.   
7.6.3.- Plazo para formalizar la propuesta. 
El RP no establece un plazo concreto para formular la propuesta. Sólo apunta el 
articulo 18 RP, que la propuesta habrá de emitirse una vez concluido el periodo 
probatorio, o en el caso de que esta fase no haya tenido lugar, una vez evacuados los 
escritos de alegaciones de los interesados o finalizado el plazo otorgado para ello, 
quince días desde que conste la recepción del acuerdo de iniciación por parte del 
interesado. 
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7.6.4.- Momento procedimental y trámite de audiencia. 
En los procedimientos sancionadores, la propuesta de resolución es anterior a 
trámite de audiencia. En este acto, siguiendo las pautas dictadas por los artículos 18 y 
19 del RP, se le comunica al inculpado, que dispondrá de quine días para formular 
alegaciones y presentar los documentos que estime conveniente, poniendo a su 
disposición el expediente y la documentación contenida en el mismo.  
Ello es así, debido a que es esencial el conocimiento por parte del interesado de 
la propuesta de resolución, en base al principio de contradicción. Continuando con el 
artículo 20 del RP, se potencia esta necesidad en respeto a este principio, dado que los 
hechos que se determinen en la propuesta serán los únicos que pueda tener en cuenta 
para decidir el órgano decisor, salvo que decida llevar a cabo actuaciones 
complementarias después de la recepción de la misma. 
Por ello, la falta de conocimiento por parte del imputado de la propuesta de 
resolución puede provocar indefensión, ocasionando la nulidad de pleno derecho de 
todas las actuaciones posteriores a ese momento procedimental.  
7.6.5.- Omisión del trámite de audiencia. Consecuencias. 
Inevitablemente, se ha hecho referencia a esta posibilidad a lo largo de todo este 
apartado debido a la relevancia procedimental que reviste esta posibilidad, pero se ha 
considerado conveniente dotar de independencia a esta circunstancia.  
El artículo 19.2 del RP autoriza al órgano instructor a prescindir del trámite de 
audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos 
ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas, en su caso, por el interesado de 
conformidad con lo previsto en el artículo 3 y en el punto 1 del artículo 16 del presente 
reglamento. No obstante, y como prevé el propio precepto, habrá de conceder este 
trámite obligatoriamente cuando los interesados no hayan formulado alegaciones de 
ningún tipo.  
Sin embrago, doctrina y jurisprudencia son críticos con este artículo, ya que un 
procedimiento sancionador, difícilmente va a basarse de modo exclusivo, en los 
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materiales aportados por los propios interesados.  
Las consecuencias de omitir este trámite van a depender de si se produce 
indefensión o no. Sería el caso de que finalmente la resolución fuera favorable al 
interesado, en este supuesto no se produce indefensión. Además, las jurisprudencia, en 
relación a procedimientos administrativos generales, suele considerar subsanados los 
vicios de indefensión cuando sí existen posibilidades de defensa en el recuro 
contencioso administrativo. Sin embargo, cuando nos referimos a procedimientos 
administrativos sancionadores esta consideración se invierte, sirva a modo 
representativo la STCde 19 abril de 2004, (RTC 2004\59), que afirma que esta 
posibilidad de subsanación, basada en economía procesal, no existe en los 
procedimientos sancionadores. En éstos, por lo demás, la omisión del trámite de 
audiencia que cause una merma real en las posibilidades de defensa, será causa de 
nulidad de pleno derecho, como indican la STC de 08 de junio de 1981, (RTC 1981\18) 
y el propio artículo 62.1.a) de la LRJPAC. 
7.6.6.- Nuevos actos instructores posteriores al trámite de audiencia. 
Será posible que el órgano instructor lleve a cabo nuevas actuaciones 
posteriormente al trámite de audiencia, siempre que se fundamenten en el principio de 
contradicción y se conceda, con posterioridad a su realización, un nuevo trámite de 
audiencia, respetando así el derecho de defensa. La STS de 30 de abril de 1999 (RJ 
1999, 5196), afirma que, si el nuevo acto de instrucción no añade nada nuevo, no se 
causa indefensión, aunque no se reitere el trámite de audiencia.  
El artículo 20.1 del RP aludido en anteriores apartados de este punto, va más 
allá, ofreciendo la posibilidad de que el órgano que va a resolver el procedimiento, 
mediante acuerdo motivado, pueda llevar a cabo actuaciones complementarias que sean 
vitales para resolver, concediendo al interesado un plazo de siete días para formular 
alegaciones y debiendo practicarse las actuaciones en un plazo máximo de quince días. 
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8.- LA RESOLUCIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR: CONTENIDO Y 
CONSECUENCIAS. 
Los artículos 89 y 138 de la LRJPAC y los artículos 20 y 22 del RP, establecen 
el régimen jurídico que va a ser de aplicación a la resolución de un procedimiento 
sancionador.  
En esta fase procedimental, los interesados no tienen prevista la intervención, 
salvo las excepciones previstas para los casos de agravamiento de la calificación 
jurídica o la práctica de actuaciones complementarias por parte del órgano decisor. De 
este modo, en esta fase vamos a encontrar actos dictados por los órganos a los que legal 
o reglamentariamente se les atribuye de manera expresa el ejercicio de la potestad 
sancionadora.  
La resolución del procedimiento no es la exclusiva forma de terminación de un 
procedimiento sancionador, pero si se presenta como la única forma de materializar la 
potestad sancionadora que ostenta la Administración.  
Estamos ante la fase crucial de todo procedimiento sancionador, y ya no sólo 
para el inculpado, que puede ver afectados sus derechos subjetivos, patrimoniales o de 
otro tipo;  sino también para el Ente Público, que pone en juego un correcto ejercicio de 
la potestad pública, e incluso para los propios funcionarios que ejercitan esta potestad, 
derivando en posibles responsabilidades penales, civiles o disciplinarias, en el caso de 
hacerlo de forma indebida.  
En esta fase, de forma especial, habrán de ser respetados los principios ya 
aludidos de imparcialidad del órgano decisor, deber de motivación y congruencia, 
proporcionalidad, y todo en vistas de poder garantizar los derechos fundamentales tales 
como la presunción de inocencia o la legalidad penal.  
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8.1.- Contenido de la resolución. 
8.1.1.- Órgano competente. 
En primer lugar, la resolución ha de contener con la identificación precisa del 
órgano que ostenta las competencias decisoras y de las normas que le atribuyen dichas 
facultades, al igual que en el acuerdo de iniciación del procedimiento.  
Los motivos de esta exigencia son posibilitar al inculpado la detección de una 
posible falta de competencia y conocer si la resolución pone fin a la vía administrativa 
por ser dictada por alguno de los órganos contenidos en el artículo 109 de la LRJPAC30, 
a pesar de que esta información habrá de aparecer, como más adelante se indica, en el 
apartado referente a posibles recursos frente a la resolución.  
8.1.2.- Trámites llevados a cabo y antecedentes de hecho. 
En los antecedentes de la resolución se contemplarán todos los trámites llevados 
a cabo en el seno del procedimiento, reseñando un breve contenido e indicado las fechas 
de los mismos. Además, se habrá de incorporar un relato de los hechos que motivaron el 
inicio del procedimiento, o que hayan incidido en el expediente de alguna forma u otra.  
Especial mención requiere en este punto, que en el apartado de antecedentes de 
hecho, no se podrán considerar hechos diferentes a los determinados en el curso del 
procedimiento, ya que de modo contrario el inculpado no podría oponerse a los mismos 
en el seno del procedimiento, vulnerando así su derecho de defensa.  
                                                     
30 Artículo 109 LRJPAC. Ponen fin a la vía administrativa: a) Las resoluciones de los recursos 
de alzada. b) Las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se refiere el artículo 107.2; 
c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una 
Ley establezca lo contrario. d) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una 
disposición legal o reglamentaria así lo establezca. e) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que 
tengan la consideración de finalizadores del procedimiento. 
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8.1.3.- Relación de hechos probados. 
El no incluir una relación de los hechos que se consideran probados, en la 
resolución de un procedimiento sancionador, constituye un incumplimiento del deber de 
motivación y así lo avala la jurisprudencia31. 
Además, el artículo 20.4 del RP exige que se incluya la valoración de las 
pruebas practicadas, especialmente de aquellas que contengan fundamentos básicos 
para la decisión final. Sin embargo, en este punto nos encontramos con el problema de 
que el órgano decisor no ha participado activamente en la práctica de las pruebas, ya 
que éstas se llevan a cabo en la fase de instrucción, y ello, puede suponer un 
inconveniente a la hora de valorar acertadamente las mismas. Por ello, como solución, 
el artículo 17.6 del RP incorpora la exigencia de que cuando la valoración de las 
pruebas practicadas sea de vital importancia para la resolución del procedimiento, 
habrá de incorporase en la propuesta de resolución, dicha valoración. 
8.1.4.- Fundamentos de derecho. 
La resolución ha de pronunciarse sobre la calificación jurídica de los hechos que 
motivan la existencia del procedimiento sancionador. Ésta es una facultad de la 
autoridad decisora, que en ningún momento se encuentra vinculada a la calificación que 
efectúe el instructor en la propuesta de resolución. Como ya hemos apuntado en otras 
secciones del trabajo, la vinculación va a ser frente a los hechos, no frente al derecho. 
Lo único a tener en cuenta, es que si el órgano decisor decidiera calificar los hechos con 
una infracción que revista de mayor gravedad, deberá facilitarse al inculpado un nuevo 
periodo de quince días para que alegue.  
8.1.5.- Consecuencias jurídicas. 
Si se dan los presupuestos de tipicidad y culpabilidad frente a los hechos 
considerados probados, las consecuencias jurídicas van a derivar en la imposición de la 
correspondiente sanción, de lo contrario se declarará la ausencia de responsabilidad 
administrativa.  
                                                     
31 Sirva de representación  la STC de 2 de noviembre de 1998, (RTC1992\174). 
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El artículo 89.4 de la LRJPAC no permite a la Administración abstenerse de 
resolver amparándose en silencio, oscuridad o insuficiencia de  los preceptos legales 
aplicables al caso.  
En el caso de que se determine la existencia de responsabilidad, la sanción que 
se determine habrá de contener una descripción de los elementos cualitativos y 
cuantitativos que la conforman, haciendo referencia a las posibles formas de dar 
cumplimiento y plazos voluntarios para ello.  Además, existe la posibilidad de que la 
sanción, además de multa pecuniaria, comprenda la obligación de restaurar, o reponer al 
estado anterior, e incluso en algunos supuestos, posibles indemnizaciones en el caso de 
que la restauración no fuera posible, o devolución del beneficio ilícitamente obtenido 
por el infractor.  
8.1.6.- Régimen de ejecutividad de la resolución y medidas cautelares. 
Cuando la resolución sea de contenido sancionador, ésta habrá de contener un 
pronunciamiento sobre si ésta pone fin a la vía administrativa. En los procedimientos 
sancionadores, como excepción a la regla general, la resolución no será ejecutiva hasta 
que no sea firme en vía administrativa. De ahí la importancia de incluir esta información 
en la resolución. 
Para evitar que el periodo de tiempo que media desde la emisión de la resolución 
hasta que esta es firme, puedan producirse actuaciones del ya sancionado, que puedan 
entorpecer u obstaculizar el cumplimiento de la resolución, el artículo 138.3 de la 
LRJPAC prevé la posibilidad de que en la propia resolución se adopten las medidas 
cautelares precisas para garantizar la eficacia, mientras no se alcanza la ejecutividad de 
la resolución. Medidas que pueden ser las mismas que en su caso, se adoptaron en el 
curso del procedimiento, implicando así un simple mantenimiento de las mismas.  
8.1.7.- Posibles recursos. 
Por último, la resolución habrá de contener los posibles recursos frente a la 
misma, órgano administrativo o judicial ante el que han de presentarse y el plazo 
correspondiente para hacerlo.  
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Recordemos que los recursos administrativos existentes son el recurso de alzada 
para las resoluciones que no agotan la vía administrativa o el potestativo de reposición 
en el caso de que si ponga fin a la misma. Además, el recurso extraordinario de revisión 
se presenta como válido para supuestos tasados. Y el recurso contencioso 
administrativo, ofrece la posibilidad de recurrir jurisdiccionalmente la resolución final. 
8.2.- Requisitos formales de la resolución. 
La formalización de la resolución de un procedimiento sancionador ha de ser a 
través de algún medio que acredite el poder manifestar por parte del órgano decisor su 
voluntad. No obstante, no podemos dejar de considerar la necesidad de motivación de la 
resolución, y la naturaleza de esta exigencia hace que la forma escrita sea la única que 
permita incluir posibles valoraciones de pruebas y demás elementos esenciales de una 
resolución.  
8.3.- Trámites en la fase de resolución. 
Con la finalidad de esquematizar los posibles acontecimientos procedimentales 
que pueden tener lugar en la fase de resolución, se aporta una relación cercada de todos 
ellos. 
En primer lugar, tiene lugar la recepción por parte del órgano encargado de la 
resolución de la propuesta emitida por el órgano instructor, junto con todos los 
documentos que forman parte en el expediente.  En cuanto al trámite de los diez días 
con los que cuenta el órgano decisor para emitir la resolución, es de dudosa 
operatividad, aunque a pesar de ello, es un trámite que se encuentra regulado y al que 
hay que hacer referencia.  No obstante, la práctica de la gestión administrativa hace que 
en la realidad de un procedimiento sancionador, en pocas ocasiones tenga relevancia, 
quizás por tratarse de un plazo ajeno para el inculpado, que ese quien juega el papel 
activo en lo referente a alegar incumplimiento  de plazos por parte de la Administración.  
Seguidamente a la recepción del expediente, el órgano competente para resolver 
puede acordar motivadamente la práctica de actuaciones complementarias, lo que 
suspendería el plazo indicado de los diez días.  
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A continuación, existe la posibilidad de conceder al inculpado un adicional 
trámite de audiencia, en el caso de que el órgano decisor tenga por objeto tipificar los 
hechos con una infracción de mayor gravedad que la estimada en la propuesta de 
resolución por el instructor.  
Tras ello, ineludiblemente es el momento de formular y formalizar la resolución 
definitiva del procedimiento, notificándoselo a los interesados, y si el procedimiento se 
ha iniciado por petición razonada de otros órganos o por orden de un superior, también a 
éstos. 
Por ultimo encontraríamos los posibles procedimientos complementarios que 
tienen por objeto determinar una posible indemnización de daños y perjuicios y los 
posibles recursos a interponer frente a la resolución, dependiendo de si esta es firme o 
no  en vía administrativa.  
8.4.- La prescripción y la caducidad. 
8.4.1.- Prescripción en el procedimiento sancionador. 
Según el artículo 132 de la LRJPAC las infracciones y sanciones prescriben, y lo 
hacen en el plazo que fijen para ello las leyes, estableciendo el plazo general a tener en 
cuenta en el supuesto de que no se regule concretamente en la Ley aplicada. Por ello, el 
plazo de prescripción de las infracciones de tres años para las muy graves, dos años para 
las graves y seis meses para las leves; y el de las sanciones de tres años para muy 
graves, dos para graves y un año para las leves, será de aplicación subsidiaria frente al 
que establezca la Ley sectorial de aplicación.  
8.4.2.- Cómputo de plazos. 
Tal y como establece la LRJPAC, los plazos mensuales y anuales se computarán 
de fecha a fecha. Por lo tanto, si en el mes de vencimiento no hubiere día equivalente a 
aquel en el que comienza el cómputo,se entenderá que el plazo expira el último día del 
mes de vencimiento, prorrogándolo al día siguiente hábil, en el caso de que éste sea 
inhábil. 
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El inicio del plazo de prescripción comienza, para las infracciones, desde la 
fecha en las que se hayan cometido. Aquí va  ser de gran utilidad un informe o denuncia 
con la información concreta del día de los hechos. Y el de la sanción comienza al día 
siguiente a aquel en que la resolución adquiera firmeza.  
 
8.4.3.- Infracciones permanentes o continuadas.  
Determinar cuándo comienza el plazo de prescripción de una infracción cuyo 
ilícito se mantiene en el tiempo y no en un único momento determinado, ha sido objeto 
del pronunciamiento de la jurisprudencia, concluyendo que comenzará el día de la 
finalización definitiva del comportamiento infractor, ya que no puede prescribir una 
infracción que no ha dejado de cometerse.  
8.4.4.- Prescripción de sanciones y procedimiento administrativo de ejecución. 
El procedimiento de ejecución se encuentra regulado, con carácter general, en 
los artículos 93 al 100 de la LRJPAC, estableciendo respecto a la prescripción de la 
sanción, que se interrumpe el plazo.  
Otra cuestión es, si interrumpe el plazo de prescripción un proceso contencioso 
administrativo, por haber sido impugnada la resolución en vía jurisdiccional. En este 
extremo, nada impide a la Administración comenzar un procedimiento de ejecución de 
un acto firme en vía administrativa, por lo que en una primera valoración, y si no se 
dicta un auto de suspensión de la resolución impugnada, el plazo de prescripción de la 
sanción continua su curso. 
8.4.5.- Trámites procedimentales correspondientes a la prescripción. 
En primer lugar, podemos el encontrar el supuesto de que la infracción haya 
prescrito antes de iniciarse el procedimiento sancionador, por lo que los efectos 
inmediatos serían no incoar procedimiento alguno, o dictar por el órgano competente un 
acuerdo de no iniciación.  
En segundo lugar puede ocurrir que en el curso del procedimiento se advierta 
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que la infracción ya había prescrito antes de comenzar el procedimiento. Entonces, el 
órgano competente resolverá por propia iniciativa la finalización del procedimiento, con 
archivo de las actuaciones y la correspondiente notificación al interesado.  
Por último, si aun habiendo prescrito la infracción se dictara una resolución 
definitiva y de fondo, el interesado habrá que recurrir a la interposición de recursos 
administrativos o en su caso, contencioso administrativo; sin olvidar la posibilidad de 
que propia administración revise sus actos de oficio.  
En los trámites correspondientes a la prescripción de las sanciones, encontramos 
también la posibilidad de que se declare a instancia de parte o de oficio.  
8.4.6.- Caducidad del procedimiento sancionador. 
La caducidad del procedimiento hace referencia al tiempo máximo que tiene la 
Administración para resolver el procedimiento, una vez iniciado éste. Nos encontramos 
ante un procedimiento iniciado de oficio, por lo que este tiempo comenzará el día en 
que el órgano competente dicta el correspondiente acuerdo de iniciación. Teniendo la 
Administración dos meses para notificar dicho acuerdo. Sólo cuando se haya notificado 
la resolución definitiva en tiempo y forma, dejará de correr este plazo. Así lo avala la 
jurisprudencia 32 , pero a pesar de ello, es algo que se suele alegar en numerosas 
ocasiones.  
En el transcurso del procedimiento se pueden dar determinados supuestos en los 
cuales se interrumpe el plazo de prescripción, tales como dilaciones o demoras en la 
tramitación imputables al interesado, emisión de informes preceptivos o determinantes, 
en el caso del artículo 17.4 del RP, o cuando se siga un proceso penal por los mismos 
hechos.  
                                                     
32 STS de 14 de Julio de 2009, (RJ 2007\4682), que fija el inicio del plazo de caducidad en la 
fecha de adopción del acuerdo de incoación y no en la fecha de su posterior notificación“ Dicho aquí en 
síntesis, argumenta, sin discrepar formalmente de los datos de fechas o de tiempos de suspensión 
expresados por la Sala de instancia, que el plazo de duración máxima del procedimiento no se cuenta 
desde la notificación del acuerdo de iniciación del mismo, sino desde la fecha de este acuerdo, pues así 
lo dispone el artículo 42.3.a) de dicha Ley .Por su parte, la Administración recurrida, sin discrepar 
tampoco de aquellos datos, sostiene en su escrito de oposición que es la fecha de notificación y no la de 
iniciación la que marca el inicio de aquel plazo: porque así resulta del artículo 48.2 de la repetida Ley y 
porque, “dictado el acuerdo de iniciación del expediente, bastaría la renuencia u oposición del 
interesado a recibir oportunamente la notificación para que por su sola voluntad pudiera quedar 
caducado un expediente por el simple transcurso del tiempo”. 
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Algo obvio, pero muy importante a considerar, es que la caducidad de un 
expediente sancionador, no supone, conforme al artículo 92.3 de la LRJPAC, la 
prescripción de a acción sancionadora, pero los procedimientos caducados no 
interrumpen el plazo de prescripción.  
En cuanto al plazo máximo para resolver los procedimientos, hemos de tener en 
consideración el artículo 42.2 de la LRJPAC, que establece que el plazo máximo será el 
que se fije en la norma que regule el procedimiento en sí, contado desde el acuerdo de 
iniciación en los procedimientos de oficio, y cuando éstas no fijen plazo máximo 
concreto, éste será de tres meses.  La mayoría de las Leyes sectoriales suelen incluir una 
regulación del plazo máximo de los procedimientos sancionadores que se deriven de 
ellas.  
9.- EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR EN LAS COMUNIDAD 
AUTÓNOMAS. 
 Algunas Comunidades Autónomas han regulado el procedimiento administrativo 
sancionador general a seguir en aquellos procedimientos tramitados en el ejercicio de 
sus competencias. La LRJPAC, en su disposición adicional tercera, concede un plazo de 
seis meses, desde la entrada en vigor de la Ley, para llevar a efecto la adecuación a la 
misma de las normas reguladoras de los distintos procedimientos. El Real Decreto-ley 
14/1993, de 4 de agosto, modificativo de dicha disposición, amplió el plazo a dieciocho 
meses. Por su parte, el RP, ha establecido el Reglamento del procedimiento para el 
ejercicio de la potestad sancionadora, que tiene carácter supletorio respecto de los 
procedimientos de competencia autonómica. Y por último, los Estatutos de Autonomía 
correspondientes, otorgan las competencias sobre las que cada Comunidad Autónoma 
ostentará competencias sancionadoras.  
 Los procedimientos regulados en los correspondientes Reglamentos seguirán el 
modelo de estructura diseñado por el Estado, pero persiguiendo adaptarse a las 
peculiaridades de cada Comunidad. La Exposición de Motivos de la LRJPAC señala, 
tras citar el contenido del art. 149.1.18ª de la Constitución Española que “la Ley recoge 
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esta concepción constitucional de distribución de competencias y regula el 
procedimiento administrativo común, de aplicación general a todas las 
Administraciones Públicas y fija las garantías mínimas de los ciudadanos respecto de 
la actividad administrativa. Esta regulación no agota las competencias estatales o 
autonómicas de establecer procedimientos específicos “rationemateriae” que deberán 
respetar, en todo caso, estas garantías (...) la regulación de los procedimientos propios 
de las Comunidades Autónomas habrán de respetar siempre las reglas de 
procedimiento que, por ser competencia exclusiva del Estado, integra el concepto de 
Procedimiento Administrativo Común.”.  
El ejercicio de la potestad sancionadora requiere que exista un procedimiento 
legal o reglamentariamente establecido 33 . En este contexto y con la habilitación 
fundamentada anteriormente se aprueban las normas que van a regular los 
procedimientos sancionadores llevados a cabo por las Comunidades Autónomas en el 
ejercicio de sus competencias. Sin dejar a un lado, aquellas otras, como Andalucía que 
no han regulado especialidades al respecto, siendo de plena aplicación el procedimiento 
contenido en el RP. No obstante, no podemos dejar de considerar que las Leyes que 
regulen infracciones administrativas o las normas que las desarrollen, pueden incluir 
procedimientos sancionadores específicos, entrando en ocasiones, esta posibilidad, en la 
esfera competencial de las Comunidades Autónomas, dependiendo de la asunción de 
competencias.  
9.1- Especial referencia al procedimiento en la  Comunidad Foral de Navarra. 
Haciendo uso de los términos en los que se expresa la Exposición de Motivos de 
la Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad Foral 
de Navarra, en adelante LACFN, la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de 
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra34, en su artículo 49.1 
apartados c) y e) atribuye a la Comunidad Foral competencia exclusiva, en virtud de su 
régimen foral, sobre las normas de procedimiento administrativo. 
                                                     
33 Art 134 LRJPAC. Garantía de procedimiento. 1. El ejercicio de la potestad sancionadora 
requerirá procedimiento legal o reglamentariamente establecido. 
34 Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral 
de Navarra (BOE núm. 204 de 16 de Agosto de 1982). 
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La LACFN, regulando un procedimiento sancionador común, que se aplicará 
para todos los supuestos en los que no exista un procedimiento más específico, 
aprobado por norma legal o reglamentaria 35 . Por consiguiente, las sanciones que 
imponga la Comunidad de Navarra en virtud de las competencias que tiene atribuidas, 
habrá de seguir el procedimiento regulado en la LACFN, a no ser que una norma de 
rango legal o reglamentario establezca un procedimiento específico. 
Por ello, analizar las particularidades de la regulación normativa del 
procedimiento sancionador en Navarra, se presenta como un hecho que va a completar 
el estudio llevado a cabo en el Bloque I de este trabajo, aunque, como se ha hecho 
referencia en varias ocasiones, serán las normas sectoriales las que vayan a detallar las 
pautas a seguir en la tramitación de un expediente sancionar concreto, dependiendo de 
la materia de la infracción.  
9.1.2.- Particularidades concretas. 
 Comenzando por las actuaciones previas, la particularidad de esta norma, es la 
limitación temporal que establece de un mes para practicarlas, con la posibilidad de ser 
prorrogado este plazo. Recordemos que el RP no establece plazo al respecto, 
limitándose a aportar la finalidad de las mismas y los órganos competentes para 
llevarlas a cabo. Además, se ofrece la posibilidad de que la información previa tenga 
carácter reservado36. 
 El RP, en relación a las medidas provisionales, como ya analizamos 
anteriormente, se contempla la posibilidad de que puedan ser adoptadas 
excepcionalmente por el órgano instructor. Esta posibilidad desaparece en la regulación 
que lleva a cabo la LACFN, ya que cerca esta competencia al órgano decisor. 
Introduciendo además, el requerimiento de que previamente a la adopción de la 
                                                     
35 Artículo 63 LACFN.Ámbito de aplicación 1. En defecto de una disposición de rango legal o 
reglamentario que establezca un procedimiento administrativo sancionador específico, la imposición de 
sanciones por la Administración de la Comunidad Foral de Navarra en las materias de su competencia 
se ajustará a lo establecido en este Título. 2. El procedimiento previsto en el presente Título tendrá 
carácter supletorio respecto de los procedimientos más específicos. 
36  Artículo 64 LACFN. Actuaciones previas. 1. Con carácter previo a la iniciación del 
expediente sancionador, el órgano competente para el inicio podrá ordenar la apertura de un período de 
información previa para el esclarecimiento de los hechos, con el fin de conocer las circunstancias del 
caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. 2. La información previa podrá tener 
carácter reservado y su duración no superará el plazo de un mes, salvo que se acuerde expresamente su 
prórroga por otro u otros plazos determinados. 
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resolución que establezca las medidas provisionales, haya que dar audiencia al 
interesado por un periodo mínimo de cinco días hábiles. No obstante, tiene en cuenta la 
norma, el supuesto de la necesidad perentoria, en cuyo caso, se podrán adoptar las 
medidas cautelares sin audiencia previa, pero el órgano habrá de motivar esta decisión 
exhaustivamente. En este último supuesto, habrá que ratificar las medidas adoptadas, 
tras audiencia del interesado.  
Como novedad en cuanto a plazos, previamente a la adopción de estas medidas, 
se dará audiencia al interesado por un período mínimo de cinco días hábiles, salvo 
necesidad perentoria de adoptar tal decisión sin la citada audiencia, que será 
apreciada motivadamente por el órgano competente, debiendo ser en tal caso ratificada 
la medida cautelar adoptada tras la audiencia posterior al interesado por el mismo 
plazo, a contar desde la adopción de la medida, según el artículo 65 de la LACFN.  
En cuanto al acuerdo de iniciación, no se observan diferencias con lo regulado el  
RP. En cambio, en la fase de instrucción, al tratar la posibilidad del reconocimiento 
voluntario de la responsabilidad, como complemento a lo ya recogido en el RP, se 
establece la posibilidad de que se continúe con la tramitación del procedimiento, si hay 
indicios razonables de fraude o encubrimiento de otras personas o entidades, o si la 
cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general37. 
En cuanto a las alegaciones no se aprecian diferencias o novedades. 
 Sin embargo, al abordar la regulación de la prueba, se establece expresamente 
en la LACFN, que las pruebas técnicas y los análisis contradictorios o dirimentes 
propuestos por los interesados interrumpirán, desde que se solicitan, y mientras se 
realizan y se incorporan sus resultados al expediente, el cómputo del plazo para 
resolver el procedimiento, artículo 69 LACFN. 
En cuanto a la resolución, plazo máximo para resolver, novedad significativa 
respecto al RP, supone que la LACFN, defina cuál es el plazo máximo para resolver y 
notificar un procedimiento sancionador, en defecto de regulación específica. Ya que el 
RP no se pronuncia al respecto y debemos recurrir a la norma general de duración 
                                                     
37  Artículo 68 LACFN. Reconocimiento voluntario de la responsabilidad. Si el presunto 
infractor reconociera voluntariamente su responsabilidad, el instructor elevará el expediente al órgano 
competente para la imposición de la sanción, para su resolución, sin perjuicio de que pueda continuar su 
tramitación si hay indicios razonables de fraude o encubrimiento de otras personas o entidades o si la 
cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general. 
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máxima de los procedimientos recogida en el artículo 42.2 de la LRJPAC, y que ya 
hemos analizado anteriormente. En la LACFN el plazo máximo se fija en seis meses, 
siempre con carácter subsidiario al que pueda aportar una regulación específica38.   
Por último, se podría concluir que en nuestro país existen incontables y diversos 
procedimientos específicos para llevar a cabo la potestad sancionadora, en la medida en 
que cada Ley que regule infracciones, es susceptible de incorporar regulación 
específica. Además, las Comunidades Autónomas pretenden homogeneizar las 
particularidades de los procedimientos afectos a sus competencias. Pero lo que se ha 
pretendido abordar en el Bloque I de este trabajo es el procedimiento sancionador 
común, que será de aplicación en caso de que no exista regulación específica y cuyos 
principios habrán de respetarse en la elaboración de cada una de las normas que se 
aprueben en el ejercicio de esta competencia.  
 Encontramos por tanto tres grandes esferas, en primer lugar, la que recogen las 
normas de carácter estatal y que sientan las bases de un procedimiento sancionador 
común; en segundo lugar, la que tiene relación con las competencias de las 
comunidades autónomas en general; y por último, aquella más concreta que procede de 
las regulaciones específicas que contengan las Leyes sectoriales, sean estatales, 







                                                     
38 Artículo 73 LACFN. Plazo máximo para resolver y notificar el procedimiento. 1. En defecto 
de regulación específica, el plazo máximo para dictar y notificar la resolución expresa en el 
procedimiento sancionador será de seis meses, contados desde la fecha en que se adoptó la resolución 
administrativa por la que se incoa el expediente. 2. El órgano competente para resolver, de oficio o a 
instancia del instructor, podrá acordar mediante resolución administrativa motivada y por causa 
debidamente justificada, una ampliación del plazo máximo aplicable que no exceda de la mitad del 
inicialmente establecido.  
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BLOQUE II. ADAPTACIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR A LA 
ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA. 
 
10.- LEY DE ACCESO ELECTRÓNICO DE LOS CIUDADANOS A 
LOS SERVICIOS PÚBLICOS. 
10.1.- Introducción. 
La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos39, en adelante LAECSP,  se presenta como la herramienta que hace 
posible que Administración e interesados en los procedimientos administrativos, puedan 
adaptar sus relaciones al uso de las nuevas tecnologías.  
Es evidente hacia donde nos dirigimos, internet y sus amplias posibilidades, 
sumados a las crecientes posibilidades de acceso de la ciudadanía en general,  hacen que 
sea inevitable establecer como objetivo, el diseño, en general, de procedimientos reales 
adaptados al uso de los medios telemáticos, y por supuesto, en concreto, a la gestión de 
un procedimiento sancionador.  
En el bloque primero del trabajo hemos conocido en profundidad el 
procedimiento objeto de estudio, estructurando el análisis del mismo a través de las 
propias fases del procedimiento. Pues bien, con esta información, mi pretensión es, que 
partiendo de la base del conocimiento de las exigencias procedimentales que marcan las 
dos normas principales que rigen el procedimiento administrativo sancionador, la 
LRJPAC y el RP, demos un paso más, e intentemos aplicar la LAECSP estrictamente al 
procedimiento sancionador.  
La LAECSP rige las relaciones entre Administración e interesado y entre las 
propias Administraciones entre sí, de este modo lo contemple el artículo primero esta 
Ley. En un procedimiento sancionador encontramos ambas necesidades de 
comunicación, y por tanto, va a ser importante que las dos se abarquen. 
                                                     
39 Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos 
(BOE núm. 150 de 23 de Junio de 2007).  
 Procedimiento Sancionador y Medios Electrónicos: 
 Propuestas de Mejora para una Gestión Eficiente e Imparcial 
 
Mª Elena Escámez Moreno 
 
69 
Actualmente, son muchos los trámites que los ciudadanos podemos realizar a 
través de medios telemáticos, pero no deja de ser representativo el amplio número de 
ellos, en los que la presencia de cualquier posibilidad de uso electrónico, no deja de ser 
un proyecto a largo plazo. Nos encontramos la misma situación en lo que respecta a las 
relaciones entre Administraciones, carencias en las opciones de comunicación, lo que 
constituye, sin duda, una traba para que se pongan en práctica los principios que han de 
regir las relaciones entre Administraciones Públicas40. 
Por ello, para implementar las propuestas de mejora en el marco concreto de un 
procedimiento sancionador, es necesario previamente conocer algunas de las 
experiencias llevadas a cabo por diferentes Administraciones, ahondando en las 
posibilidades tendentes a mejorar el servicio, agilizar los trámites, y como no, 
solucionar problemas.  
Continuando con la inclinación general de este trabajo, el procedimiento, 
centraremos el estudio de esta Ley en lo relativo al mismo. No obstante, se hace 
inevitable conocer otros aspectos contenidos en la misma que inciden de forme directa 
sobre la tramitación de los procedimientos.  
Algo prioritaria a tener en consideración es el reconocimiento que se hace, a 
través de una Ley, del derecho de los ciudadanos a relacionarse electrónicamente con 
las Administraciones Públicas. Esto supone un avance respecto a otros países de nuestro 
entorno europeo, y esta cuestión va a obligar a las Administraciones a que redirigir el 
diseño de los procedimientos para que los ciudadanos puedan hacer uso de tal derecho. 
10.2.-  Antecedentes normativos y ámbito de aplicación de la LAECSP. 
Las regulaciones contenidas en la LAECSP van a ser de aplicación a todas las 
Administraciones Públicas, entendiendo por ellas a la Administración General del 
                                                     
40 Art 4 LRJPAC. Principios de las relaciones entre las Administraciones Públicas. 1. Las 
Administraciones públicas actúan y se relacionan de acuerdo con el principio de lealtad institucional y, 
en consecuencia, deberán: a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus 
competencias. b) Ponderar, en el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los intereses 
públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión esté encomendada a las otras 
Administraciones. c) Facilitar a las otras Administraciones la información que precisen sobre la 
actividad que desarrollen en el ejercicio de sus propias competencias. d) Prestar, en el ámbito propio, la 
cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran recabar para el eficaz ejercicio 
de sus competencias. 
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Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las entidades que 
integran la Administración Local y las entidades de derecho público vinculadas o 
dependientes de ellas.  
Esta Ley no deja de servir como complemento a la propia LRJPAC, que ya 
impulsa la utilización de los medios electrónicos y telemáticos. Pero se ha pretendido 
con ella, positivizar de forma independiente y acotada, la implementación de las nuevas 
tecnologías en general, en la Administración. A pesar de ello, con anterioridad a su 
entrada en vigor, han sido varias las Leyes que han ido recogiendo posibilidades de 
llevar a cabo un uso de medios informáticos y telemáticos en el marco competencial 
regulado. Tal es el caso de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria41,  o 
de las Leyes tales como la Ley 24/2001 de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas, y del Orden Social42, que han introducido modificaciones en la propia 
LRJPAC, todo ello, encaminado al acceso telemático, pero siempre ofreciendo esta 
posibilidad de forma facultativa. La LAECSP, incorpora la novedad de que se haya de 
reconocer el derecho de los ciudadanos, y no sólo la posibilidad, de acceder mediante 
comunicaciones electrónicas a la Administración. 
10.3.- Derechos inherentes. 
El derecho a comunicarse electrónicamente con la Administración implica, para 
ser  efectivo, implica una serie de derechos inherentes al cometido principal. A modo de 
resumen, y de lo que se desprende de la LAECSP, estos derechos son Acceso 
electrónico a las Administraciones Públicas; elegir, entre aquellos que en cada momento 
se encuentren disponibles, el canal a través del cual relacionarse por medios 
electrónicos con las Administraciones Públicas; no aportar documentación que obren en 
poder de las Administraciones Públicas; la igualdad en el acceso electrónico a los 
servicios de las Administraciones Públicas; acceder por medios electrónicos a la 
información de los expedientes; obtener copias electrónicas;  la conservación en 
formato electrónico, por parte de las Administraciones Públicas, de los documentos 
electrónicos que formen parte de un expediente; usar la firma electrónica como medio 
                                                     
41 Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (BOE núm. 302 de 18 de diciembre de 
2003). 
42 Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social 
(BOE núm. 313 de 31 de Diciembre de 2002). 
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de identificación y presentación de documentación;  la garantía de la seguridad y 
confidencialidad de los datos que figuren en los  ficheros, sistemas y aplicaciones de las 
Administraciones Públicas; calidad de los servicios públicos prestados por medios 
electrónicos; utilizar estándares abiertos para comunicarse con las Administraciones 
Públicas43. 
10.4.- Obligaciones impuestas a las Administraciones Públicas. 
Para llevar a cabo la implementación de las pretensiones incorporadas en la 
LAECSP, las Administraciones Públicas han de respetar una serie de exigencias que 
van a hacer posible el ejercicio, por parte del ciudadano, de los derechos reconocidos en 
esta Ley y que hemos resumido en el punto anterior.  
 Se presentan como exigencias más generales, las recogidas en los artículos 8 y 9 
de la LAECSP, garantía de prestación de servicio y disposición de medios e 
instrumentos electrónicos; y transmisiones de datos entre Administraciones Públicas. 
Lo que implica poner a disposición del ciudadano varios canales posibles de 
comunicación, y garantizar, al mismo tiempo, las posibilidades de acceso y con ello, el 
derecho a la igualdad.  
Además, llevando a cabo una cooperación y colaboración entre 
Administraciones Públicas intercambiándose documentos electrónicos, se va a 
conseguir dotar de mayor eficacia al ejercicio del derecho a no aportar datos y 
documentos que ya obren en poder de las Administraciones Públicas. 
No obstante, no podemos dejar de tener en consideración las garantías de 
seguridad, integridad y disponibilidad, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal44, 
en adelante LOPD, y su normativa de desarrollo; aspecto que abordaremos de forma 
                                                     
43  Todos los derechos a los que se ha hecho referencia se desprenden del contenido de la 
LAECSP, habiendo seleccionado aquellos que por su naturaleza, podrían aplicarse en mayor medida a un 
procedimiento sancionador. No obstante, en las relaciones con la Administración sea haciendo uso o no 
de medios electrónicos, los ciudadanos, además de los derechos que propiamente contemple la LAECSP, 
tendrán todos aquellos que se encuentran regulados en la LRJPAC.  
44 Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (BOE 
núm. 298 de 14 de Diciembre de 1999).  
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independiente en el punto undécimo de este trabajo, debido a la gran importancia que 
ostenta en el respeto a ciertos derechos fundamentales de los ciudadanos.  
En cuanto a las obligaciones de carácter más concreto, encontramos las de 
habilitar una sede electrónica, llevar a cabo la publicación electrónica en los tablones de 
edictos, permitir y facilitar el uso de la firma electrónica, crear registros electrónicos, y 
hacer posible, respetando las exigencias referentes al tema de archivos, el archivo 
electrónico de los documentos45. 
10.5.- El procedimiento administrativo gestionado con medios electrónicos: Su 
posible aplicación al procedimiento sancionador. 
Previamente a recorrer las diferentes fases procedimentales, hay ciertos aspectos 
que hay que considerar de cara a la correcta tramitación de los procedimientos.  
En primer lugar, y en relación a la competencia, en la gestión telemática, habrá 
de respetarse escrupulosamente la titularidad del órgano que en un procedimiento 
sancionador tenga atribuida la misma. Ello implica, que no sea posible que para crear 
determinados actos, sea posible redirigir la gestión hacia otro órgano diferente a aquel 
que ostenta la competencia para iniciar, resolver o instruir un procedimiento, según la 
fase en la que nos encontremos.  
Además, toda modificación que se introduzca con la finalidad de habilitar el uso 
de medios telemáticos, se hará con la pretensión de simplificación de los 
procedimientos, lo que implica suprimir o reducir la documentación requerida al 
ciudadano, reducir plazos y tiempos de respuesta, redistribución de cargas de trabajo, 
etc.  
10.5.1.- Iniciación. 
 Nada aporta la LAECSP, en relación a la iniciación por medios electrónicos de 
los procedimientos iniciados de oficio. Limitándose a centrar su regulación a la 
iniciación a solicitud de interesado.  
                                                     
45 Todo ello, extraído de la LAECSP y seleccionado en base a su relación con el procedimiento 
sancionador.  
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Debido a la naturaleza del procedimiento sancionador, que se inicia siempre de 
oficio, deberemos entonces, asimilar las previsiones que hace la LAECSP para las 
solicitudes de los interesados, a las iniciativas de iniciación que hemos analizado en el 
bloque primero de este trabajo. De esta forma, se podrían implementar sistemas 
normalizados para hacer llegar a la sede electrónica del órgano competente para iniciar,  
denuncias de particulares que contengan los requisitos básicos que exige el RP; lo 
mismo, con solicitudes de iniciación de otros órganos o con órdenes superiores. Todo 
ello, dotado de firma electrónica y comunicaciones que garanticen protección debida en 
las comunicaciones sería el diseño de una iniciación telemática en un procedimiento 
sancionador.  
No obstante, sólo con la correspondiente notificación del acuerdo de incoación 
podríamos dar por satisfecho esta fase, lo que es susceptible de incorporar también el 
uso telemático, siempre que podamos tener constancia de la recepción. No obstante, 
esto se vuelve complicado en un procedimiento sancionador, en el que el inculpado, en 
la mayoría de las ocasiones, no tiene constancia, hasta la recepción del acuerdo de 
inicio, que se está tramitando el correspondiente expediente. A no ser, que tenga 
conocimiento de que se le ha denunciado y éste, en ese marco haga llegar a la 
Administración su deseo de ser notificado a través de medios electrónicos, en respeto al 
artículo 27 de la LAECSP, que establece que serán los ciudadanos los que elijan la 
forma de comunicarse con las Administraciones, salvo que venga determinado en una 
norma con rango de Ley.  
10.5.2.- Instrucción. 
Las previsiones que lleva a cabo la LAECSP en su artículo 36 y 37, serían 
compatibles con la instrucción de un procedimiento sancionador, es más, permitirían 
garantizar el derecho permanente de acceso al expediente, promoviendo de este modo 
una participación y conocimiento directo de estado en el que se encuentra el 
procedimiento.  
Un sistema que facilite información del órgano encargado de la tramitación de 
cada fase, documentación contenida en el expediente y posible obtención de copia 
electrónica en su caso, así como con posibilidad de controlar plazos y presentar 
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documentación por parte de los interesados y reflejar el resultado de pruebas, se 
vislumbra como una mejora indiscutible de la tramitación en un procedimiento 
sancionador.  
En muchas ocasiones, los interesados en un procedimiento sancionador, para 
hacer efectivo su derecho de defensa, presenta documentación relativa a otras 
Administraciones Públicas o incluso a otros órganos de la propia Administración, con la 
puesta en práctica de un sistema que permita consultar documentación correspondiente 
a otros órganos o Administraciones, se daría un paso firme en el avance de la aplicación 
de los medios telemáticos a los procedimientos sancionadores, pero la realidad de los 
datos que suelen recogerse en un expediente de estas características, hace que garantizar 
la protección de los mismos, se sitúe como una traba indiscutible, y por supuesto 
necesaria, en el avance en este camino.  
10.5.3.- Resolución. 
Resolver un procedimiento sancionador a través de medios electrónicos implica 
que se tenga que garantizar la identidad del órgano competente, haciendo uso de la 
firma electrónica, algo que es ya un hecho en la mayor parte de las Administraciones.  
11.- LA PROTECCIÓN DE DATOS EN LA GESTIÓN ELECTRÓNICA DE LOS 
PROCEDIMIENTOS. 
Uno de los principios generales con los que se limita la utilización de las nuevas 
tecnologías para la relacionarse con la Administración,  es el respeto al derecho de 
protección de datos de carácter personal. Con más contundencia, se hace necesario 
garantizar el respeto a este derecho en un procedimiento sancionador, sobre todo en lo 
que respecta a las fases previas a la resolución del procedimiento, cuando la presunción 
de inocencia del denunciado aún está intacta.  
Cómo hacer compatible el acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios 
públicos, con el respeto y defensa del derecho fundamental a la protección de datos se 
va a convertir en el reto a batir para garantizar unos servicios de calidad por parte de la 
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Administración, ajustados a la sociedad de la información, y con respeto absoluto a los 
derechos fundamentales que protege nuestra Constitución.  
Por otro lado, garantizar la seguridad, facilitar la consulta y el derecho de 
acceso, asegurar la adecuación y veracidad de los registros electrónicos o comunicar 
datos sólo en los casos previstos por la ley o con el consentimiento del titular son 
objetivos de la protección de datos absolutamente necesarios para dar cauce a lo 
dispuesto en la LAECSP.  
La LOPD, y el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de Desarrollo de la Ley Orgánica de Protección de Datos46, en 
adelante RDLOPD, introducen la regulación contenida en cuanto a la protección de 
datos de carácter personal. En este marco, garantizar la seguridad, facilitar la consulta y 
el derecho de acceso, asegurar la adecuación y veracidad de los registros electrónicos o 
comunicar datos sólo en los casos previstos por la Ley o con el consentimiento del 
titular, son objetivos de la protección de datos absolutamente necesarios para dar cauce 
a lo dispuesto en la LAECSP. 
Algunas consideraciones a tener en cuenta en la puesta en común de ambas 
Leyes, LOPD y LAECSP, son en primer lugar, en relación la carga de la prueba que 
recae sobre el responsable del fichero, de haber informado debidamente con todos los 
requisitos y haber obtenido el debido consentimiento de un usuario para tratar sus datos. 
Otra consideración, es que se incorporan nuevos requerimientos para llevar a cabo el 
deber de información correctamente, especificaciones para la obtención del 
consentimiento, o cómo obtener de forma válida un consentimiento tácito. Se 
determinan las obligaciones del encargado del tratamiento para poder subcontratar todo 
o parte de sus servicios con las debidas garantías para el responsable del fichero, 
obligaciones de conservación de datos, contenido de su documento de seguridad, 
remisión de las peticiones de acceso, rectificación, cancelación y oposición al 
responsable del fichero, etc. Se exponen diversas formas de atender los derechos de 
acceso, rectificación y cancelación, delimitación de plazos legales para contestar, 
                                                     
46  Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal 
(BOE núm. 17 de 19 de Enero de 2008). 
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necesidades de concienciación y difusión del procedimiento, la regulación del contenido 
del derecho de oposición, etc. 
En general, el ámbito y contenido del RDLOPD es muy amplio y obliga a todas 
las entidades públicas y privadas, a revisar sus procedimientos, políticas, cláusulas, 
documentos de seguridad y medidas de seguridad para lograr la adaptación a la norma, 
pero concretando el estudio a los aspectos fundamentales recogidos en el articulado de 
la LAECSP, en relación con la protección de datos y su tratamiento que pueden tener 
especial incidencia en un procedimiento sancionador encontramos la garantía de que los 
datos obtenidos por medio de las comunicaciones electrónicas sean utilizadas para el fin 
preciso para el que fueron solicitadas y/o remitidas; y la obligación de cada 
Administración de proporcionar, a otras, aquellos datos sobre el ciudadano que obren en 
su poder, siempre que el interesado haya dado su aprobación previa. 
Para la puesta en práctica de estos y otros contenidos de la LAECSP, habrá que 
tener en cuenta las especificaciones recogidas en el RDLOPD. Pero un aspecto que 
resulta de vital importancia es, que en el diseño de los procesos administrativos que se 
definan para cumplir lo establecido en la LAECSP, habrán de tenerse en cuenta aquellos 
requisitos exigidos con carácter general en la RDLOPD. 
11.1.- Especial referencia a la cesión de datos correspondientes a los  
denunciantes en un procedimiento sancionador. 
En el seno de un procedimiento sancionador, surge la problemática, en relación a 
la protección de datos de carácter personal, de si es ajustado a la LOPD y a sus normas 
de desarrollo, facilitar datos del denunciante.  
La primera consideración a tener en cuenta, es que esta cesión estaría enmarcada 
dentro de los supuestos contemplados en el artículo 3.i) de la LOPD, toda revelación de 
datos efectuada a persona distinta al interesado. A su vez, el artículo 11.1 de la misma 
Ley, añade que los datos de carácter personal objeto del tratamiento sólo podrán ser 
comunicados a un tercero para el cumplimiento de fines directamente relacionados con 
las funciones legítimas del cedente y del cesionario con el previo consentimiento del 
interesado. 
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Sin embargo, en el caso que no planteamos, de si es apropiado facilitar datos al 
denunciado en un procedimiento sancionador, que se incorporen al expediente a 
consecuencia del contenido de la denuncia, el acceso a los datos personales del 
denunciante por parte del denunciado, no se considera un derecho de acceso del 
imputado en los términos del artículo 15 LOPD, ya que este derecho de acceso queda 
limitado a los propios datos del que accede.  
La cuestión es que nos encontramos además, ante el derecho del interesado en 
un expediente sancionador de acceso permanente, estando amparado por la LRJPAC a 
obtener copia de los documentos que en se contengan en el mismo. Sin embargo, en el 
caso de la denuncia, y al no admitirse en el procedimiento sancionador, denuncias 
anónimas, hay un contenido de datos estrictamente personales, como son los nombres y 
apellidos de los denunciantes, y por ello, hemos de poner en contraposición de este 
derecho de acceso, el derecho de protección contenido del artículo 4.1 de la LOPD, los 
datos de carácter personal sólo se podrán recoger para su tratamiento, así como 
someterlos a dicho tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en 
relación con el ámbito y las finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las 
que se hayan obtenido. De este modo, sólo se podrían ceder datos que fueren necesarios 
para garantizar el derecho de defensa del denunciado. Por lo que para tomar una 
decisión acertada al respecto, habrá que llegar a la conclusión de si los datos personales 
contenidos en la denuncia son imprescindibles para garantizar el derecho de defensa del 
denunciado, y de ser así, habrá que garantizar el acceso a los mismo. O en el caso 
contrario, omitir, la parte correspondiente a los datos referentes al denunciante, que no 
sean de utilidad para el inculpado, de cara a defenderse en el procedimiento y en este 
sentido se pronuncia la jurisprudencia.  
En definitiva, siempre que no se pueda acreditar que el conocimiento por parte 
del imputado de los datos relativos al denunciante contenidos en la denuncia, es pieza 
para garantizar su derecho de defensa, se deberán omitir estos datos a la hora de facilitar 
copias o permitir el acceso.  
 Procedimiento Sancionador y Medios Electrónicos: 
 Propuestas de Mejora para una Gestión Eficiente e Imparcial 
 
Mª Elena Escámez Moreno 
 
78 
12.- PROYECTOS CONCRETOS: IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY 11/2007 EN 
LA DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE ALMERÍA. 
Con la finalidad de adaptarse normativamente, la Diputación Provincial de 
Almería, ha aprobado el Reglamento Regulador de la Administración Electrónica47. 
Ante la necesidad de adaptarse organizativamente, y haciendo hincapié en evitar la 
creación de una Administración paralela que dé cumplimiento a las exigencias de la 
LAECSP, se han llevado a cabo en este ente público, los cambios necesarios en la 
redefinición de los procedimientos, ante la nueva realidad de tener que atender al 
ciudadano, además de por el canal tradicional, por el canal electrónico48. 
La LAECSP obliga a las Administraciones Públicas a poner a disposición de los 
ciudadanos más de un canal de comunicación y que uno de ellos sea electrónico. Por 
ello, en la Diputación Provincial de Almería se ha habilitado al menos, junto al canal 
tradicional de atención presencial, el canal telemático. Pero sin perder de vista que se 
trata de distintos canales para el acceso a la misma información, por lo que se hace 
imprescindible organizarla atendiendo a criterios tales como que toda la información 
debe estar en Bases de Datos, pero sólo una vez, para que esta sea consistente, o que la 
información este organizada por naturaleza, con distintos clasificadores que faciliten su 
localización. 
La Red Provincial cuenta con un sistema de publicación de contenidos Web, 
basado en un gestor de contenidos de las sedes electrónicas, sustentado en bases de 
datos de información general multientidad y, en su caso, acceso a bases de datos de 
gestión de la entidad.  
Además, se ha implementado un sistema de acceso ciudadano a la oficina 
virtual, basado en el concepto de Carpeta Ciudadana o posibilidad de acceder a los 
formularios electrónicos de solicitud y a toda la información particular a la que tenga 
acceso un DNI concreto, bien de forma directa o bien en representación  de otro que así 
                                                     
47Reglamento regulador de la Administración Electrónica de la Diputación Provincial de Almería 
(BOP núm. 57 de 24 de marzo de 2009). 
48 Los proyectos llevados a cabo, se pueden encontrar en la página web de la Diputación de 
Almería (www.dipalme.org). Y son analizados pensando en su posible aplicación, a la gestión de un 
procedimiento sancionador. 
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previamente lo haya autorizado y conste en el fichero de terceros de la Entidad, 
posibilitando que el ciudadano para acceder pueda utilizar cualquier certificado de 
Identidad Digital reconocido por @firma v.5 de la Secretaría de Estado para la Función 
Pública que se ha instalado en la Red Provincial. 
Toda esta adaptación se reconduce hacia el uso de la tecnología TiProceeding 
(software libre del repositorio de la Consejería de innovación de la Junta de Andalucía) 
como interface de relación con el ciudadano, para iniciar procedimientos, consultar los 
que le afecten, y recibir notificaciones y comunicaciones electrónicas. 
 Fundamental es el Sistema de Registro Telemático E/S integrado en el registro 
general de la Entidad, y que posibilita la entrega de cualquier documento utilizando el 
formulario de solicitud general, que permite añadir documentos binarios. 
Para finalizar, en la Diputación de Almería se ha puesto en marcha el  Boletín 
Oficial de la Provincia en Formato Electrónico, así como de los respectivos Tablones de 
Anuncios. Y se ha implantado un sistema de Tramitación de Expedientes electrónico 
que permite la gestión de los procedimientos que se vayan implantando. Éste sistema 
ofrece información de los procedimientos que se llevan a cabo en esta Administración, 
permita presentar solicitudes a través de él, presentar documentación y conocer el 
estado de tramitación en el que se encuentra el procedimiento en todo momento.  
13.- OBJETIVOS DE MEJORA EN EL PROCEDIMIENTO 
SANCIONADOR. PROYECTO DE LEY DE TRANSPARENCIA, 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y BUEN GOBIERNO. 
¿Cómo pueden los medios telemáticos ayudar a mejorar el procedimiento 
sancionador? Antes de elaborar la respuesta a esta pregunta, es importante localizar 
problemas concretos. 
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La dirección que marca la futura Ley de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno49, va a servir de inspiración, tanto para detectar objetivos, como 
para incluir en las propuestas que se elaboren la tendencia que se recoge en ella, todo 
ello, redirigido al procedimiento sancionador concretamente.  
Son objetivos de este Proyecto de Ley, la publicidad activa en distintos ámbitos, 
sirviéndose de los medios electrónicos desde una perspectiva de centralización de la 
información en un único punto de acceso, lo que se ha denominado Portal de la 
Transparencia. 
13.1.- Objetivos de gestión puramente procedimentales. 
 Cuestión: Canales para la circulación de información rígidos y lentos. Excesivo 
tiempo, en el viaje de la información. En ocasiones, es necesaria y urgente una 
actuación por parte de la Administración que evite que se generen daños al Dominio 
Público o a intereses de terceros, cuyo control e inspección sea competencia 
administrativa. Sin embargo, los canales tradicionales de información que aún 
mantienen las Administración dificultan que la respuesta sea acorde con la necesidad de 
celeridad. El sistema sigue siendo rígido y sin posibilidad de retroalimentación, quizás 
sea debido a los necesarios controles que han de garantizar que la gestión de nuestras 
administraciones sea adecuada, pero buscar un punto intermedio donde se agilicen los 
cauces de comunicación, externa e interna, se hace absolutamente necesario.  
 Cuestión: La Competencia. Qué Administración ostenta competencias para el 
ejercicio de la potestad sancionadora en las diferentes materias, es otra cuestión a tratar. 
En muchas ocasiones, posibles denuncias viajan por los diferentes órganos de nuestras 
Administraciones, dilatando una posible iniciación y sin que existan mecanismos 
especialmente dedicados a aclarar posibles contradicciones. Estado, Comunidades 
Autónomas y Entes locales deben cooperar estableciendo pautas vinculantes y canales 
de doble sentido controlados y con posibilidad de exigencia de responsabilidad.  
Cuestión: Falta de colaboración interadministrativa. El deber de colaboración 
que impone la norma básica es algo que debe poder ser exigible de forma ágil, ya que en 
                                                     
49Proyecto de Ley núm. 121-000019/2012, de 3 de agosto. Publicado en el  Boletín oficial de las 
Cortes Generales-Congreso de los Diputados 7 septiembre 2012, núm. 19-1. Actualmente se encuentra en 
tramitación en el Senado, pendiente de informe. 
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la tramitación de un procedimiento, la información a suministrar por las diferentes 
Administraciones, es vital.  
Cuestión: Dificultades en el uso de documentos de diferente naturaleza. 
Combinado formatos y siempre garantizando la inclusión en el expediente de todos y 
cada uno de los documentos que obren, se podría conseguir mejorar la eficiencia en la 
tramitación de un procedimiento sancionador.   
Cuestión: Recursos. Es vital que se destinen recursos, tanto humanos, como 
materiales que permitan llevar a cabo una implementación de medios electrónicos. Esto 
es algo obvio, pero que supone la principal traba. El objetivo es conseguir que se exija 
responsabilidad en la forma de organizar los recursos de una misma Administración. 
Cada Ente debe poder organizarse en base a sus necesidades, pero se le debe a su vez, 
poder exigir que cubra unas necesidades básicas en cuanto a medios destinados al 
ejercicio de su Potestad Sancionadora se refiere. 
13.2.-  Objetivos de calidad en el servicio público: En busca de la ansiada 
transparencia que garantice la imparcialidad. 
Cuestión: Falta de control sobre la puesta en conocimiento de hechos a la 
autoridad competente y las consecuencias finales. Inexistencia de responsabilidades ante 
la falta de información.  
Cuestión: Relativa facilidad del órgano decisor para influir en la resolución final 
del procedimiento en base a intereses políticos.  No podemos dejar de tener en cuenta 
que los órganos competentes para iniciar y resolver los procedimientos, son miembros 
puramente políticos de las Administraciones. Los intereses políticos han de mantenerse 
en una constante vigilancia, ya que existen diferentes vías, dentro de los cauces legales, 
para poder influir en el curso del procedimiento. Por ello, se ha de poder demostrar la 
imparcialidad y la congruencia del órgano. 
Cuestión: Ejecutividad de las resoluciones, cuando no se lleva a cabo 
voluntariamente por parte del sancionado. La Administración invierte recursos en 
tramitar un procedimiento, pero sin embargo, en ocasiones, no exige el cumplimiento de 
sus resoluciones. La vía fácil es conseguir que se cumpla con la sanción que suponga 
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una multa pecuniaria, pero cuando ésta conlleva una restitución y se han de invertir 
recursos que posiblemente sean difíciles de recuperar, la arbitrariedad puede jugar un 
papel importante. Hemos de disponer de información de forma conjunta que nos 
permita comparar la gestión que se lleva a cabo de una misma materia, por parte de los 
diferentes órganos de una misma Administración y por parte de los diferentes Entes 
Públicos. La Potestad Sancionadora cumple su objetivo cuando se ejecutan las 
resoluciones, pero esta fase posterior a la resolución, no suele ser destino de recursos 
suficientes por parte de las diferentes administraciones.  
13.3.- Plan de mejora en la tramitación del procedimiento sancionador    
implementando medios electrónicos. 
 Previamente a la iniciación del procedimiento, momento en el cual se ponen en 
conocimiento del órgano competente los hechos que pueden ser considerados infracción 
administrativa, tiene lugar un acto, que como hemos visto, puede ser o bien solicitud de 
iniciación de otros órganos, orden superior o denuncia. Por ello, un sistema que integre, 
dentro de una mima Administración, todas las modalidades de iniciativa, con las 
exigencias y particularidades de cada una de ellas, permitiría gestionar la entrada de la 
información, controlando su contenido, fuentes, y sobre todo, dirección, en otras 
palabras, si finalmente el órgano adecuado tiene constancia de los hechos. La 
información a través de peticiones, denuncias o solicitudes, entraría a través de los 
canales oficiales establecidos, con la posibilidad de hacer uso de los registros 
telemáticos, pero sería una vez dentro, cuando se gestionaría de forma centralizada. De 
esta forma, y realizando un seguimiento de la noticia en sí,  podríamos saber, quién ha 
tenido acceso a ella, si se ha detenido más tiempo del necesario en algún eslabón de la 
cadena, y sobre todo, lo que ocurre una vez que llega a su destino. Sencillamente, esto 
garantizaría seguridad para una gestión imparcial, controlando unos cauces que en 
ocasiones se encuentran muy poco definidos y por los que discurre información 
extremadamente delicada.  
La imparcialidad, la homogeneidad y la congruencia administrativa, son fines de 
una buenas gestión, pero más si cabe en todo lo relacionado con el ejercicio de la 
potestad sancionadora por parte de la Administración. Con la implementación de este 
sistema de control, no cabría lugar a que se “perdieran las denuncias” o a que se 
 Procedimiento Sancionador y Medios Electrónicos: 
 Propuestas de Mejora para una Gestión Eficiente e Imparcial 
 
Mª Elena Escámez Moreno 
 
83 
forzaran los plazos de prescripción, no sin al menos, existir una unidad responsable. 
Hablaríamos de mecanismos que fueran más allá que los controles que ya se establecen 
con los registros de recepción de documentos, existentes actualmente en cualquier 
Administración.  
 En cuanto a las fases propias del procedimiento administrativo sancionador, 
sería necesario integrar diferentes aplicaciones en un sistema que permitiera llevar a 
cabo la tramitación a lo largo de toda la vida del procedimiento por parte de los 
diferentes actores que intervienen en el mismo. Con ello, nos estaríamos refiriendo a 
posibles denunciantes interesados, órgano competente para iniciar y resolver, técnicos 
emisores de informes, peritos, otras administraciones, y por supuesto inculpados y 
posibles interesados. 
 En este punto sería vital establecer controles que restrinjan el acceso a la 
información y garanticen, por otro lado, a su vez, el acceso a la misma. Los interesados 
serían los grandes beneficiados, pudiendo hacer uso de su derecho de acceso 
permanente a cada momento y con la garantía de poder llevar a cabo su derecho a 
defensa e implícitamente, el de contradicción frente a todos los documentos que se 
vayan incorporando en el expediente. El interesado, además, conocería la identidad de 
las personas que participan por parte de la Administración, pudiendo ejercer su derecho 
de recusación.  
 Además, sería muy interesante contar con bases de datos acerca de posibles 
autorizaciones, licencias, y demás contenido que pueda resultar de utilidad para un 
procedimiento concreto. No se trata de tener un acceso permanente a toda la 
información administrativa existente, pero si, de tener opción a poder solicitarla a través 
de este sistema, y de obtenerla e incorporarla, a través del mismo.  
Evitar trámites, agilizar procesos, facilitar la participación, suprimir tiempos de 
espera y eslabones burocráticos, y centralizar toda la información afecta a un 
determinado expediente sancionador, son todos ellos, indiscutiblemente, ingredientes de 
una mejora significativa en la tramitación de cualquier procedimiento administrativo. 
Pero al referirnos al sancionador, esta receta de mejora retoma importancia, ya que las 
consecuencias que se deriven del procedimiento, podrán afectar a derechos 
fundamentales de los interesados en el mismo, y con las medidas cautelares y la 
 Procedimiento Sancionador y Medios Electrónicos: 
 Propuestas de Mejora para una Gestión Eficiente e Imparcial 
 
Mª Elena Escámez Moreno 
 
84 
resolución, se produciría indiscutiblemente, una intromisión por parte de la 
Administración, en la esfera más personal de aquellos administrados, que no podemos 
olvidar, que al mismo tiempo,  forman parte del interés general tutelado, como 
fundamento del ejercicio de la potestad sancionadora.  
Todas las propuestas elaboradas llevan implícita la tendencia recogida en el 
Proyecto de Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, que 
a pesar de encontrarse aun en tramitación, contempla en su contenido iniciativas 
tendentes a facilitar el control de la gestión pública a través de la transparencia. 
Podemos deducir del estudio llevado a cabo, que los principios que inspiran esta futura 
norma concuerdan con las metas impuestas en la elaboración del plan de mejora 
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BLOQUE III: CONCLUSIONES, BIBLIOGRAFÍA Y ANEXOS. 
14.- CONCLUSIONES. 
La realización de este trabajo fin de grado me ha permitido conocer el 
procedimiento sancionador detalladamente, profundizar en aspectos procedimentales 
muy concretos que inciden directamente y de forma determinante el curso del mismo, y 
a la vez, con él he podido conocer  cuáles son las posibilidades para implantar los 
medios telemáticos en su tramitación y participación. Todo ello, para poder concluir 
ofreciendo propuestas de mejora y tener la convicción de que la Administración actual 
está preparada para dar un paso más y hacer que todos los procedimientos converjan con 
el fin de ofrecer unos servicios públicos de calidad, acordes con los profundos cambios 
tecnológicos y de comunicación que se están produciendo en la sociedad de la 
globalización.  
Del estudio del procedimiento obtengo la conclusión de que a pesar de que 
existen unas reglas comunes para todas las Administraciones relativas a principios que 
han de regir los procedimientos o aquellos que han de respetarse en el ejercicio de 
funciones concretas relativas al ejercicio de la Potestad Sancionadora, no es suficiente 
para impedir que sean significativas las diferencias que podemos encontrar en  
procedimientos tramitados por diferentes Comunidades Autónomas o respecto a los que 
lleven a cabo la Administración del Estado y los Entes de la Administración Local. El 
objetivo es, que se permita adaptar a las particularidades de cada materia, en el caso de 
los procedimientos que contienen las propias normas sectoriales, o a cada 
Administración, en el caso de las regulaciones que pretenden homogeneizar las pautas a 
seguir por los órganos de una determinada Administración. Sin embargo, la norma es 
generosa en muchos aspectos, dejando a criterio del órgano competente muchos 
aspectos que pueden ser determinantes en un procedimiento, sin contener regulación 
concreta que limite la arbitrariedad.  
Inevitablemente, la gestión a llevar a cabo por parte de la Administración en la 
tramitación de sus procedimientos ha de ser globalizada, acorde con la sociedad a la que 
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sirve, en el sentido de incorporar las posibilidades propias de la intercomunicación y el 
acceso permanente a la información, pero respetando los límites que impone la 
protección de ciertos derechos fundamentales y procedimentales  que han sido 
abordados en este trabajo. Aún queda mucho camino por recorrer, pero a pesar de que 
los recursos económicos influyen directamente en ello, el avance es creciente y 
continuo, y todos los que formamos parte de esta sociedad, participando como Entes 
Públicos o como ciudadanos,  nos vemos impregnados cada día de la necesidad de 
adaptar todos los procesos al uso de las tecnologías de la información y el 
conocimiento.  
Hemos podido detectar aspectos procedimentales concretos que pueden ser 
mejorados utilizando medios electrónicos, pero además de esta necesidad, existe otra 
razón por la cual el uso de estos medios puede servir para mejorar el ejercicio de la 
Potestad Sancionadora por parte de las diferentes Administraciones, y es la posibilidad 
de informar sobre la gestión llevada a cabo en materia sancionadora. Los ciudadanos 
queremos conocer si una determinada Administración con competencias de control y 
régimen sanción sobre una actividad concreta, cumple o no con sus obligaciones 
tutelando el interés general, y que mejor forma que someter a información pública 
constante la gestión que lleva a cabo respecto a sus competencias sancionadoras. Los 
medios telemáticos pueden servir para mejorar la gestión procedimental de los 
expedientes sancionadores y solventar problemas de cooperación y colaboración entre 
Administraciones, entre otros, pero además, pueden servir para controlar a la propia 
Administración y de este modo avanzar hacia el objetivo de una gestión totalmente 
imparcial. 
Un sistema de información que sea accesible para todos y en el que se recoja 
información organizada  acerca de cuál es la Administración competente en una materia 
concreta y que a su vez, ofrezca información sobre el número de procedimientos 
tramitados, áreas geográficas donde tienen lugar las infracciones, forma de iniciación de 
los mismos, sanciones impuestas y medios seguidos en caso de que no se cumplan 
voluntariamente, información relativa a sanciones que son anuladas en vía contencioso 
administrativa, número de denuncias que no derivaron en la apertura de procedimientos 
y las causas, con alguna información que permita localizar la posible infracción que se 
pretendía denunciar.  
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En definitiva se trata de garantizar la transparencia y poder controlar a la 
Administración. En el sistema actual, para que unos hechos que constituyen infracción 
deriven en la imposición de una sanción, primero tienen que ser puestos en 
conocimiento de la autoridad competente, pues ahí es donde debe comenzar la 
transparencia, permitiendo denunciar hechos, con la protección debida a los datos de 
carácter personal, y que el seguimiento de esta denuncia, el procedimiento que se siga y 
las consecuencias que conlleve el mismo, sean sometidas a información pública 
habilitando un sistema concreto que dé la oportunidad de controlar una posible 
arbitrariedad de la Administración desde el origen.  Más adelante, conocer qué ocurre 
con este procedimiento puede ser una herramienta de control muy útil, ya que se podría 
evitar que se produzca la caducidad forzada de un determinado expediente o que se 
dilaten plazos para provocar una posible prescripción. Partimos de la idea de que la 
Administración cumple las reglas y respeta todos los principios a los que se ve sometida 
en el desempeño de sus funciones, pero la realidad es que la forman personas, ya sean 
empleados públicos o políticos, y la única forma de garantizar un desempeño riguroso 
es el control. Pero con control no me refiero al que llevan a cabo los Tribunales de 
Justicia u otros órganos de las propias Administraciones, ya que esto es algo que ya está 
garantizado legalmente, sino a transparencia y emisión de información de forma 
pública, sólo así se da la oportunidad a todos los elementos que forman parte del 
sistema a ejercer el verdadero control. Pero al hacer esta demanda, no podemos dejar de 
tener presente que hay ciertos límites que impone la normativa referente a la protección 
de datos y acceso a la información, tal y como hemos podido comprobar del estudio de 
estas cuestiones en el bloque segundo de este trabajo, por ello, la información que puede 
servir para cubrir las necesidades de control que se tratan en estas conclusiones, sería 
información que, por supuesto, no contenga información personal.  
La información garantiza el conocimiento y con él, los ciudadanos podemos 
generarnos opiniones más contrastadas, podemos tener la oportunidad de no tener dudas 
acerca de la supuesta gestión imparcial que llevan a cabo nuestras Administraciones y 
con ello, aumentar la confianza que podamos tener en el sistema. La cuestión es si esta 
demanda es atendida y si se ha puesto ya en marcha algún mecanismo que nos permita 
avanzar hacia esta meta. El Proyecto de Ley de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, parece ser la respuesta que nos ofrece el gobierno ofrece el 
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gobierno. En esta norma encontramos que se fijan unos objetivos muy ambiciosos, dada 
la experiencia referente a la implantación desigual de la LAECSP en las diferentes 
Administraciones a la fecha de hoy. Con la entrada en vigor de esta Ley estaremos ante 
una regulación novedosa del acceso a la información pública, donde encontraremos 
límites, pero, sin duda, puede suponer un avance hacia la transparencia.  
¿Supondrá la futura Ley de Transparencia un revulsivo en la gestión de nuestras 
Administraciones? ¿Se garantizará con su implementación un acceso real a toda la 
información pública y no limitada, que garantice que se pueda llevar a cabo un control 
de la gestión que lleva a cabo la Administración de su Potestad Sancionadora? La única 
respuesta que puedo obtener del estudio llevado a cabo en este Trabajo Fin de Grado, es 
que sin duda, existen mecanismos legales y materiales a disposición de la 
Administración para poder mejorar la gestión que llevan a cabo, en cuanto a criterios de 
transparencia, control, eficiencia y participación se refiere. En mi modesta opinión, creo 
que es posible mejorar el procedimiento sancionador y el ejercicio de la Potestad 
Sancionadora en general, la clave para ello puede ser someter a control público la 
gestión, y la futura Ley de transparencia, acceso a la información pública y buen 
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ANEXO I: NORMATIVA. 
Normativa Estatal. 
- Constitución Española, de 27 de diciembre de 1978, (BOE núm. 311 de 29 de 
diciembre de 1978). 
- Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal, (BOE núm. 298 de 14 de diciembre de 1999).   
- Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, (BOE núm. 157 de 02 de 
julio de 1985). 
- Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (BOE 
núm. 80 de 03 de abril de 1985). 
- Ley 22/1988, 28 julio, de Costas, (BOE núm. 181 de 29 de julio de 1988). 
- Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (BOE 
núm. 80 de 03 de abril de 1985). 
- Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (BOE núm. 285 de 27 de 
noviembre de 1992). 
- Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, (BOE núm. 302 de 18 de 
diciembre de 2003). 
- Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, (BOE núm. 7 de 08 de enero 
de 2000). 
- Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, (BOE núm. 313 de 31 de diciembre de 2002). 
- Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
servicios públicos, (BOE núm. 150 de 23 de junio de 2007).   
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- Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del 
sector público, (BOE núm. 276 de 17 de noviembre de 2007). 
- Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y 
sanciones en materia de defensa del consumidor y de la producción agro-
alimentaria (BOE núm. 168 de 15 de julio de 1983). 
- Real Decreto 1471/1989, de 1 de diciembre, por el que por el que se aprueba el 
Reglamento general para desarrollo y ejecución de la Ley 22/1988, de 28 de 
julio, de Costas. (BOE núm. 297, de 12 de diciembre de 1989). 
- Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento 
del procedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora (BOE núm. 189 
de 09 de agosto de 1993). 
- Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de carácter personal, (BOE núm. 17 de 19 de enero de 
2008). 
- Proyecto de Leyde transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobiernonúm. 121-000019/2012, de 3 de agosto. (Boletín oficial de las Cortes 
Generales-Congreso de los Diputados 7 septiembre 2012, núm. 19).Pendiente de 
aprobación por el Senado.  
Normativa Autonómica. 
- Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía (BOJA núm. 57 de 23 de 
junio de 1992 y BOE núm. 163 de 08 de julio de 1992). 
- Ley 2/1998, de 20 de febrero, de la potestad sancionadora de las 
Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma del País Vasco (BOPV 
núm. 48, de 11 de marzo de 1998 y BOE núm. 308 de 23 de diciembre de 2011). 
- Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra (BON núm. 150, de 15 de diciembre de2004 y BOE núm. 27 de 
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01 de febrero de 2005). 
- Decreto 278/1993, de 9 de noviembre, sobre procedimiento sancionador de 
aplicación a los ámbitos de competencia de la Generalidad (DOGC núm. 1827 
de 29 de noviembre de 1993). 
- Decreto 9/1994, de 8 febrero, por el que se aprueba el Reglamento sobre 
procedimientos sancionadores seguidos por la Comunidad Autónoma de 
Extremadura (DOE núm. 9, de 08 de febrero de 1994). 
- Decreto 14/1994, de 10 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del 
procedimiento a seguir en el ejercicio de la potestad sancionadora en las Illas 
Balears. (BOIB núm. 21, de 17 de febrero de 1994). 
- Decreto 21/1994, de 24 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento del 
procedimiento sancionador general en el Principado de Asturias (BOPA núm. 64 
de 18 de marzo de 1994). 
- Decreto 189/1994, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento 
regulador del Procedimiento sancionador de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León (BOCYL núm. 170 de 02 de septiembre de 1994). 
- Decreto 245/2000, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento 
para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora por la Administración de la 
Comunidad de Madrid (BOCM núm. 279 de23 de noviembre de 2000). 
- Decreto 28/2001, de 30 de enero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba 
el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora de 
la Comunidad Autónoma de Aragón. (BOA núm. 19 de 14 de febrero de 2001). 
Normativa Local. 
- Reglamento de la Diputación Provincial de Almería de Criterios de Aplicación 
de la LRJPAC (BOPnúm. 215 de 10 de noviembre de 2005). 
- Reglamento regulador de la Administración Electrónica de la Diputación 
Provincial de Almería (BOP núm. 57 de 24 de marzo de 2009). 
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ANEXO II: JURISPRUDENCIA. 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 
- Sentencia núm. 18\1981 de 08 de junio, (RTC 1981\18). Relativa a la causa de 
nulidad de pleno derecho y a las pruebas en el procedimiento sancionador.  
- Sentencia núm. 76/1990 de 26 abril. (RTC 1990\76). Relativa al derecho 
fundamental a la presunción de inocencia, alcance en el Derecho penal y 
administrativo sancionador, doctrina constitucional. 
- Sentencia núm. 174/1992, de 2 de noviembre. (RTC 1992\174). Relativa a la 
causa de nulidad que supone la falta de inclusión de los hechos probados en la 
resolución del procedimiento sancionador. 
- Sentencia núm. 341/1993 de 18 de noviembre (RTC 1993\341). Relativa al valor 
probatorio de las denuncias presentadas por agentes de la autoridad.  
- Sentencia núm. 7/1998 de 13 enero. (RTC 1998\7). Relativa a la dimensión 
constitucional que alcanza la necesidad de motivación en las resoluciones 
sancionadoras. 
- Sentencia núm. 14/1999 de 22 febrero. (RTC 1999\14).Relativa a la aplicación 
de las garantías del art. 24.2 de la CE al procedimiento sancionador. 
- Sentencia núm. 169/2003 de 29 septiembre. (RTC 2003\169). Relativa a la 
protección de la presunción de inocencia en el procedimiento sancionador.  
- Sentencia núm. 59/2004 de 19 abril. (RTC 2004\59). Relativa a las garantías 
procesales, la indefensión y el  derecho de defensa contradictoria en el  
procedimiento administrativo sancionador. 
- Sentencia núm. 74/2004 de 22 abril. (RTC 2004\74). Relativa a la actividad 
probatoria de cargo en los procedimientos sancionadores.  
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- Sentencia de 8 mayo de 1986, (RJ 1986\2355). Relativa a denegación de práctica 
de la solicitada por el sancionado. 
- Sentencia de 9 febrero de 1988, (RJ 1988\1291). Relativa a la adopción de 
medidas cautelares sin incoación de expediente sancionador. 
- Sentencia de 4 de julio de 1988, (RJ 1988\5739). Relativa a la falta de 
nombramiento del instructor.  
- Sentencia de 26 febrero de 1990,  (RJ 1990\2121).  Relativa a la ausencia de 
efecto vinculante en las denuncias.  
- Sentencia de 17 mayo de 1990, (RJ 1990\4116). Relativa a la adopción de 
medidas cautelares y la no vulneración de derechos constitucionales, siempre 
que exista norma jurídica que permita su aplicación.  
- Sentencia de 4 junio de 1990, (RJ 1990\5418). Relativa a la ausencia de efecto 
vinculante en las denuncias.  
- Sentencia de 9 de febrero de 1991, (RJ 1991\1176). Relativa a las pruebas en el 
procedimiento sancionador. 
- Sentencia de 24 abril de 1991, (RJ 1991\3082). Relativa a la clausura adoptada 
como medida cautelar y la correspondiente necesidad de audiencia del 
interesado. 
- Sentencia de 9 mayo de 1991, (RJ 1991\6613). Relativa a la presunción de 
inocencia y la vulneración de los derechos fundamentales.  
- Sentencia de 24 de junio de 1991, (RJ 1991/7578). Relativa a la limitación de  la 
presunción de certeza otorgada a las actas de infracción, a los hechos que por su 
objetividad sean susceptibles de percepción directa por el Inspector. 
- Sentencia de 20 marzo de 1992, (RJ 1992\3113). Relativa a la posibilidad de 
intervención del interesado-denunciante y de su legitimación. 
- Sentencia de 5 noviembre de 1992, (RJ 1992\9085). Relativa a la vulneración de 
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los principios de legalidad y tipicidad. 
- Sentencia de 9 febrero de 1993, (RJ 1993\547). Relativa a la legitimación del 
denunciante para ser parte interesada en el procedimiento.  
- Sentencia de 7 octubre de 1997, (RJ 1997\7042). Relativa a las actas de 
liquidación y a su valor y fuerza probatoria. 
- Sentencia de 9 marzo de 1998, (RJ 1998\2294). Relativa a la necesidad de 
motivación de la denegación procedente en la solicitud de informes periciales. 
- Sentencia de 30 de abril de 1999, (RJ 1999\5196). Relativa a los nuevos actos de 
instrucción y la posible indefensión.  
- Sentencia de 19 de Diciembre de 2000, (RJ 2001\ 2277). Relativa a la 
consideración del acuerdo de iniciación como propuesta de resolución.  
- Sentencia de 3 de marzo de 2003, (RJ 2003\2621). Relativa a la prueba a las 
pruebas. 
- Sentencia de 17 de marzo de 2003, (RJ 2003\5474). Relativa a que no es ilícita 
la prueba obtenida por los inspectores que entraron en el domicilio de la empresa 
sancionada administrativamente para averiguar determinados hechos, y sin 
embargo, finalmente, fue sancionada por otros distintos. 
- Sentencia de 14 de Julio de 2009. (RJ 2007\4682). Relativa a la  fijación del 
inicio del plazo de caducidad en la fecha de adopción del acuerdo de incoación y 
no en la fecha de su posterior notificación. 
TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS. 
- Sentencia del TSJ de Castilla y León, Sala de lo Contencioso – Administrativo, 
de 24 de enero de 2000. Relativa al valor atribuible a las Actas de inspección, 
limitando la presunción de certeza a los hechos que por su objetividad son 
susceptibles de percepción directa por el Inspector. 
- Sentencia del TSJ de Aragón, Sala de lo Contencioso – Administrativo, de 25 de 
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febrero de 2000. Relativa al periodo de información previa al inicio del 
expediente y sus efectos en el cómputo de plazos.  
- Sentencia del TSJ de Cataluña, Sala de lo Contencioso – Administrativo, de 25 
de junio de 2002. Relativa a las pruebas periciales como medios de prueba 
válidos.  
 
